INFORME DE LA COMISION DE FAMILIA ACERCA DEL PROYECTO DE LEY SOBRE SUBVENCIONES A LA RED COLABORADORA DE SENAME.

__________________________________________________________________



BOLETIN Nº 1922-18.







Honorable Cámara:









	Vuestra Comisión de Familia pasa a informaros sobre el proyecto de ley de la referencia, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República.



	Consultada la Excma. Corte Suprema sobre el proyecto en informe, ésta, por oficio Nº 2171, de 29 de abril del año en curso, informó que, siendo la intención rectora del mismo la agilización de la adopción de medidas por parte de los Tribunales, "es oportuno reiterar que toda agilización en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales, y la eficacia y eficiencia de las normas referentes a las atribuciones de los Tribunales que el proyecto contempla, es obviamente, consubstancial a la real capacidad de trabajo que cada Tribunal pueda realizar, la que está en relación directa con el número de asuntos sometidos a su conocimiento, juzgamiento y hacer ejecutar lo juzgado, así como con la infraestructura de que disponga, de manera tal que al existir menos Tribunales que los indispensables o insuficiencia en los elementos o servicios necesarios para lograr una buena atención, con la sola existencia de tales normas no puede lograrse plenamente el propósito buscado en ellas."



	A continuación, formuló, respecto de los artículos 1º, 15 y 18 las observaciones y proposiciones que en el capítulo relativo a la discusión en particular se señalarán.



	Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:



	Señora María Soledad Alvear Valenzuela, Ministra de Justicia, y señor Cristóbal Pascal, Jefe de la División Social de dicha Secretaría de Estado; señora Oriana Zanzi, Directora del Servicio Nacional de Menores (SENAME) al momento de iniciarse el estudio de este proyecto, y señor Marcelo Zapata Cancino, actual Director del Servicio; señora Raquel Espejo, Jefa del Departamento Jurídico de dicho organismo; señora Magdalena Lioi Campo, psicóloga del Departamento de Asistencia Técnica del SENAME; señora Constanza Bulacio, asesora de finanzas del SENAME, y señor Jorge Alvarez, sociólogo del Departamento de Planificación del mismo Servicio.



	Concurrieron, asimismo, especialmente invitados por la Comisión a exponer sus puntos de vista y observaciones sobre la iniciativa, la señora Verónica Silva, Secretaria Ejecutiva del Departamento de Desarrollo Social de la Asociación de Municipalidades; el señor Francisco Rodríguez, Gerente de Desarrollo de la Fundación Paula Jaraquemada; las señoras Valeria Luco Rojas y Consuelo Contreras Largo, Directora Ejecutiva y Directora de Programas, respectivamente, de la Corporación de Oportunidad y Acción Solidaria (OPCION); la señora Alicia Amunátegui de Ross, Primera Vicepresidenta de la Federación Nacional de Instituciones Privadas de Protección a Menores (FENIPROM), (de la Sociedad Protectora de la Infancia), el Rvdo. Padre Miguel Blasco G., Segundo Vicepresidente (del Instituto Luis Amigó), la señora Cecilia Milevic R., Asesora, y los señores Humberto Prieto Concha, Consejero (de la Ciudad del Niño), y Juan Romero Riquelme, Asesor (de la Fundación Mi Casa); el señor Benito Baranda, Director Social de la Fundación Hogar de Cristo; el señor Ignacio Walker, Presidente de la Fundación Rodelillo y la señora Macarena Currin, Gerenta General de la Fundación; y la señora Dolly Schmiet Carcelé, jueza titular del Segundo Juzgado de Menores de Antofagasta.





I. ANTECEDENTES GENERALES.



	Las normas que regulan el actual régimen de subvenciones que el Estado paga a las instituciones que constituyen la red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores (SENAME), así como también las normas relativas a dichas instituciones colaboradoras se encuentran establecidas en el decreto con fuerza de ley del Ministerio de Justicia, Nº 1.385, de 1980; el decreto ley Nº 3.606, de 1981; algunas disposiciones del decreto ley Nº 2.465, de 1979, que creó el SENAME y fijó su Ley Orgánica; y, en su Reglamento, el decreto supremo de Justicia Nº 356, de 1980.



D.F.L. Nº 1.385, de Justicia, de 1980



Este cuerpo legal establece que sus disposiciones regirán las subvenciones que reciban del Estado las instituciones reconocidas como colaboradoras del SENAME, según el decreto ley Nº 2.465, que lo creó y fijó el texto de su ley orgánica (artículo 1º).



	El régimen de subvenciones propenderá a crear, mantener y ampliar instituciones asistenciales de menores en situación irregular cuyos recursos materiales y humanos proporcionen un ambiente formativo que posibilite el desarrollo integral de dichos menores conforme a las normas e instrucciones que dicte el SENAME (artículo 2º).



	Para impetrar la subvención, las instituciones colaboradoras deberán cumplir los requisitos que, señalados en la ley orgánica del SENAME y su reglamento, se exigen para optar a recibir ayuda material y financiera (artículo 3º).



	Para determinar los montos de subvención, se distinguen las siguientes modalidades de atención al menor: a) tránsito y distribución (atiende transitoriamente a menores que requieren diagnóstico, asistencia y protección, mientras se adopta una medida con ellos); b) observación y diagnóstico (acoge transitoriamente a menores que han delinquido hasta que el juez adopte una resolución a su respecto y resuelva acerca de su discernimiento); c) prevención (anticipa medidas para evitar irregularidades y apoya a la familia en pro del desarrollo normal del niño en sus aspectos físico, psíquico y social, sin desarraigarlo de su ambiente, en establecimientos diurnos); d) protección simple (atiende a menores en situación irregular con marcado acento sociogénico, como son los niños huérfanos, abandonados, expuestos a corrupción, vagancia, etc.; e) protección de deficientes leves y moderados (igual al anterior, agrega acciones necesarias para suplir las funciones deficitarias en el desarrollo de habilidades y mecanismos afines); f) protección de deficientes leves y moderados diurna (igual al anterior, brinda atención especializada en establecimientos diurnos); g) rehabilitación conductual y psíquica (orientada a menores con problemas de tuición que presenten alteraciones de tipo orgánico, psíquico, o conductual, y que requieren atención especializada en rehabilitación conductual --por la comisión de crímenes, simples delitos o faltas--, o rehabilitación de deficientes mentales profundos, según clasificación e impresión clínica); h) rehabilitación conductual o psíquica diurna (igual al anterior, en establecimientos diurnos); i) libertad vigilada (se aplica por resolución judicial a menores inimputables, infractores de ley o con problemas conductuales, a fin de inducir cambios en su conducta social y lograr su readaptación o rehabilitación); y, j) colocación familiar (incorpora en un hogar sustituto a un menor que carece del propio, o que pertenece a uno incapaz de proveer su bienestar físico, mental y social) (artículo 4º).



	En consideración a la modalidad asistencial  de que se trate, se establece un monto unitario diario de subvención, expresado en unidades tributarias mensuales (diferenciado entre institución colaboradora pública o privada), por cada menor atendido (artículo 5º).



	Dicho valor unitario de la subvención será incrementado en el porcentaje de asignación de zona establecido para el sector fiscal, según sea la localidad en que esté ubicado cada establecimiento (artículo 6º).



	Los colaboradores tendrán derecho a recibir una subvención fiscal que se pagará mensualmente por el SENAME, durante el mes siguiente al que corresponda, cuyo monto se determinará multiplicando el valor unitario, referido anteriormente, por el número de menores atendidos afectivamente cada mes (artículos 7º y 8º).



	Los establecimientos subvencionados deberán otorgar comprobantes de pago por los ingresos que perciban y llevar los libros y registros que establezca el SENAME (artículo 9º).



	El Director Nacional del SENAME tiene facultad para anticipar hasta un período mensual de la subvención que corresponda a aquellas instituciones que inician sus actividades, mientras se cumplan las formalidades inherentes al convenio respectivo (artículo 10).



La subvención deberá destinarse al financiamiento de los gastos que originen la mantención de los menores, tales como remuneraciones, alimentación, vestuario, educación, salud, consumos básicos, mantención y reparación de inmuebles e instalaciones y, en general, todos los de administración u otra naturaleza efectuados con motivo de las actividades que se desarrollen en la atención de los menores.  No obstante, la Dirección del SENAME podrá autorizar a sus colaboradores para que formen un fondo con las subvenciones, a fin de que lo empleen en los mismos gastos antes señalados.  Sólo podrán acogerse a esta modalidad aquellas instituciones con personalidad jurídica con más de diez años de vigencia y cobertura territorial mínima en tres regiones.  Las instituciones públicas no podrán destinar la subvención fiscal, al pago de remuneraciones (artículo 11).



	Corresponde al SENAME velar por el cumplimiento de este cuerpo legal, sin perjuicio de las facultades de la Contraloría General de la República.  El control del cumplimiento de las leyes sociales y previsionales aplicables al personal de las instituciones colaboradoras subvencionadas, competerá a los organismos que correspondan (artículo 12).





Decreto ley Nº 3.306, de 1981.



	Este decreto ley establece que tanto la subvención que perciban del SENAME las instituciones que colaboraren con él, como las donaciones u otros ingresos que dichas entidades perciban o generen, en la parte que se utiliza para pagar a su personal y en la administración, reparación, mantención o ampliación de las instalaciones de dichos establecimientos o en cualquier otra inversión destinada al servicio de la atención de menores, no estarán afectos a ningún tributo de la ley sobre impuesto a la renta.  Asimismo, establece las sanciones que la infracción de esta norma acarrea.



Decreto ley Nº 2.465, de 1979.



	Para los efectos de la iniciativa en examen, de este cuerpo normativo que creó y fijó la actual ley orgánica del SENAME, cabe destacar lo siguiente:



	El SENAME es el organismo encargado de ejecutar las acciones necesarias para asistir o proteger a los menores que carezcan de tuición o que, teniéndola, su ejercicio constituya un peligro para su desarrollo normal integral; a los que presenten desajustes conductuales, y a los que estén en conflicto con la justicia.  Asimismo, le corresponde estimular, orientar, coordinar y supervisar técnicamente la labor de las entidades públicas o privadas que coadyuven con sus funciones.



	Son entidades coadyuvantes todas aquellas que presten asistencia o protección gratuita a los menores señalados.  Estas, cuando fueren privadas, pueden ser reconocidas como colaboradoras por el SENAME, en conformidad al reglamento. Las entidades públicas que coadyuven no requieren reconocimiento.



	Dicho reconocimiento puede ser denegado, suspendido o revocado por el Director Nacional del SENAME y, en tales casos, la institución afectada podrá pedir reconsideración al Ministro de Justicia.



	Los menores atendidos por instituciones colaboradoras por quienes éstas perciban subvención continuarán generando el derecho a percibir este beneficio hasta el 31 de diciembre del año en que cumplan 24 años, cuando cursen estudios superiores en universidades, institutos profesionales o centros de formación técnica. Este beneficio se extiende con igual límite de edad a menores atendidos como deficientes mentales profundos.



	Al SENAME, entre otras funciones, le corresponde: atender en forma preferente, por sí o a través de las instituciones colaboradoras, a los menores enviados por los tribunales de menores para cumplir medidas que les hayan aplicado; crear casas de menores y establecimientos para menores con problemas conductuales, pudiendo administrarlos directamente o a través de sus colaboradoras; desarrollar y llevar a la práctica por sí o a través de entidades colaboradoras, los sistemas asistenciales que señale la ley o establezca el Ministerio de Justicia; estimular la creación y funcionamiento de entes  privados que presten asistencia y atención a los menores de que trata esta ley; proporcionar ayuda técnica, material y financiera a las entidades que coadyuven al cumplimiento de sus funciones, impartir a éstas instrucciones generales sobre asistencia y protección de menores y supervigilar su cumplimiento; efectuar la coordinación técnico-operativa de las acciones, en pro de los menores, que ejecuten sus colaboradores;  asumir la administración de estas instituciones, cuando lo autorice el juez de menores. 



	Es atribución del Director Nacional del SENAME celebrar los convenios con las instituciones colaboradoras, modificarlos y ponerles término, y, en general, ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio.  Asimismo, le corresponderá formular, establecer, mantener y desarrollar las acciones de prevención, protección y rehabilitación que sean necesarias con igual propósito, y decidir respecto de la asistencia que proceda otorgar a las instituciones que coadyuven al Servicio.



	Los convenios deberán establecer la ayuda material, financiera (sólo si procede) y técnica que el SENAME proporcionará a sus colaboradoras y el compromiso de éstas en orden a ejecutar las acciones que aquél les señale y a recibir o atender a un determinado número de menores que les envíe.



	El Director Nacional contará con la asesoría de un Comité Consultivo Nacional, formado por cinco representantes de entidades colaboradoras. A este Comité le corresponde analizar las prestaciones que se efectúen; formular las observaciones y proposiciones que estime necesarias sobre los programas y proyectos del Servicio; opinar acerca de la asistencia que éste proporcione a las entidades coadyuvantes y colaboradoras y sobre las otras materias en que se le solicite.



	El Servicio deberá llevar registro de todas las entidades o personas que presten habitualmente asistencia o protección a los menores que constituyen su preocupación; y las entidades coadyuvantes, especialmente las colaboradoras, deberán cumplir las normas e instrucciones generales que aquél  imparta.  Asimismo, éstas deberán proporcionar al Servicio la información que les requiera y permitir la supervisión técnica de las acciones relacionadas con los menores a quienes asistan y de sus establecimientos.



	Cuando el funcionamiento de una entidad colaboradora adoleciere de graves anomalías, el Director Nacional o Regional, en su caso, podrá pedir al juez de menores que autorice la administración provisional de la misma.





II. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.



	En el mensaje que acompaña este proyecto, S. E. el Presidente de la República señala que su gobierno ha incluido dentro de sus prioridades el diseño de una política interna hacia la infancia y la juventud, sobre la base de un modelo de desarrollo con equidad consecuente con los principios y fines de la Convención sobre los Derechos del Niño. Tal diseño implica efectuar profundos cambios en el actual sistema de subvenciones con que el SENAME contribuye a su red de instituciones colaboradoras en la atención de menores, pasando desde el actual modelo sustentado en la doctrina de la irregularidad social, hacia un nuevo estado, basado en brindar una amplia y total protección de los derechos del niño, de modo de asegurar su desarrollo integral.



	Afirma que el nuevo sistema de atención pondrá énfasis en desarrollar programas que combinen la entrega de herramientas que posibiliten tanto la igualdad de oportunidades como una adecuada inserción social de los niños y  jóvenes.



	Atendiendo a que el actual mecanismo de subvenciones no responde al objetivo final de la inserción social del niño, considera prioritario y relevante efectuar cambios sustantivos en él y, consecuentemente, en los efectos que tiene en relación con los niños y jóvenes vinculados a la red de atención del SENAME.

	La gran importancia que esta red tiene en la atención de los niños queda probada por el hecho de que el 96,3% de los niños son atendidos por estas instituciones colaboradoras a través del desarrollo de programas en las áreas de prevención, protección y rehabilitación, y sólo el 3,7% restante es atendido directamente por el SENAME, específicamente en los ámbitos de diagnóstico y rehabilitación de niños y jóvenes.



	Manifiesta que esta labor se ha visto enfrentada, entre otros, a problemas derivados de una subvención baja, la cual comenzó a deteriorarse a partir de 1982. Pese a los esfuerzos realizados en los últimos años, aún subsisten limitaciones que han afectado la calidad de la atención prestada a los beneficiarios en los diferentes sistemas asistenciales, dificultando la concreción de una acción orientada a la integración o reintegración del niño a la sociedad.



	Los montos de las subvenciones asignadas en la actualidad no alcanzan a financiar el cumplimiento de objetivos técnicos, ni los requerimientos de personal y equipamiento adecuados; sólo financian los costos relativos a las necesidades de alimentación y vestuario.  No se contemplan recursos que permitan realizar las acciones necesarias para lograr la integración social de los menores, como sería la posibilidad de trabajar con sus familias, la preparación para la vida independiente mediante una adecuada formación psicosocial y capacitación laboral.  Tampoco se consignan recursos para un proceso de seguimiento posterior.



	Asimismo, el déficit presupuestario no permite la implementación de metodologías nuevas e innovadoras, que respondan adecuadamente a las problemáticas emergentes de niños y jóvenes gravemente vulnerados en sus derechos e infractores de ley, como son las vinculadas a procesos de drogadicción y maltrato, entre otras.



	Para la superación de los déficit señalados, así como para el éxito de los objetivos de esta nueva política de atención, cobran gran importancia las normas que regulan la transferencia de fondos y las interrelaciones entre el SENAME y sus instituciones colaboradoras, por lo que resulta imperativo emprender las reformas necesarias con tales propósitos. 



	Dentro de esta nueva propuesta, se considera fundamental la construcción de una alianza estratégica con los colaboradores, destinada a desarrollar un nuevo esquema de trabajo conjunto sustentado en el desarrollo de intervenciones de excelencia, que apunten a un resultado eficaz y eficiente.  



	En este sentido, el rol que le cabe asumir al Estado es el de definir una política hacia el sector dirigida a favorecer la igualdad de oportunidades y la equidad.  Esta política tendrá el carácter de subsidiaria, donde el Estado desarrolle un rol fundamental para su diseño y financiamiento, fortaleciendo sus capacidades de regulación y facilitación de acciones, más que de la provisión misma de los servicios.



PRINCIPIOS ORIENTADORES QUE SUSTENTAN EL PROYECTO.



	Los principios orientadores en los que se sustenta el proyecto son los siguientes:



	1.- Coherencia con las políticas sociales de gobierno basadas en la igualdad de oportunidades y la protección integral de los niños y jóvenes en riesgo social.

	2.- Integración social de los niños y jóvenes.



	Al efecto, el proyecto busca:



	a.- Priorizar el trabajo con la familia o en el ámbito familiar, preservando y fortaleciendo, en lo posible, los vínculos con ésta por parte de los niños y jóvenes.



	b.- Incorporar, en la relación con los niños y sus familias, el "concepto cliente-usuario", de modo tal que sus necesidades y opiniones sean tomadas en cuenta.



	c.- Estimular una modalidad de atención más personalizada que privilegie las características y necesidades propias de cada niño.



	d.- Definir el tipo de intervención a que será sometido el niño sobre la base de un diagnóstico y evaluación técnica previa, de carácter integral y con la participación de la familia o responsables del niño.



	e.- Afianzar el ingreso de los menores a programas adecuados según los antecedentes obtenidos en el diagnóstico, preservando su pertenencia al grupo familiar o responsables del niño.



	f.- Asegurar resultados de integración social de los niños y jóvenes.



	3.- Importancia de las funciones que desarrollan los organismos privados.



	Reconociendo el papel central que corresponde al sector privado o colaboradores de SENAME, el proyecto busca su desarrollo y ampliación, a fin de cubrir el nuevo abanico de intervenciones que se propone efectuar.  Asimismo, considera relevante el establecimiento de coordinaciones con otras instituciones privadas y estatales.



	4.- Transparencia.



	Esta implica:



	a.- Estipular convenios con los colaboradores, con una clara descripción de los resultados esperados, parciales y finales, para los diagnósticos y para cada uno de los programas, y los indicadores con que se evaluará su cumplimiento.



	b.- Establecer incompatibilidad entre la administración de un sistema de diagnóstico y la administración de programas, en garantía de un ejercicio especializado e imparcial de la función de diagnóstico.



	c.- Otorgar a las instituciones las subvenciones que correspondan para el desarrollo de aquellos programas que han sido definidos como óptimos para el niño, según el diagnóstico técnico realizado en forma previa.



	d.- Fijar reglas preestablecidas y precisas para la administración de los recursos.

	5.- Flexibilidad.



	a.- Para incorporar los continuos avances tecnológicos y del conocimiento, los programas y el sistema de diagnóstico, se regularán a través de la potestad reglamentaria.



	b.- La oferta programática se sustentará en metodologías adecuadas a la multidimensionalidad de los problemas detectados, "política frente a realidades", privilegiándose una atención personalizada, "política frente a personas".



	6.- Papel del Estado.



	En la construcción de esta nueva relación, el Estado tendrá como función primordial la definición de una política de atención, estableciendo el marco dentro del cual se desarrollarán los servicios hacia la infancia.



	Esta labor de orientación y regulación se realizará especialmente a través de la función normativa del Estado, estableciendo éste las condiciones en las que se desenvolverán las actividades del sector privado. En este marco los instrumentos de fiscalización se orientarán preferentemente al cumplimiento de los objetivos y metas asumidas por los colaboradores, en los respectivos convenios o contratos, velando por la calidad de la atención.



BENEFICIOS Y DEFICIENCIAS DEL ACTUAL SISTEMA DE SUBVENCIONES.



	La instauración del actual sistema de subvenciones  trajo consigo el beneficio de "ordenar", administrativamente, la atención de los menores que recibían recursos del Estado, al clasificar y normar todas las instituciones, a través de la estandarización en 11 modalidades.



	Asimismo, el monto único "niño-día atendido", fijado por ley para cada modalidad asistencial, eliminó la discrecionalidad en la asignación de recursos a las instituciones, generando una transparencia financiera en todo el sistema.



	No obstante lo anterior, a este sistema pueden formulársele las siguientes críticas:



	1. Se basa en una doctrina asistencialista, que centra su accionar en el niño como sujeto aislado de su entorno familiar y social. Promueve objetivos meramente reparadores.  En términos jurídicos, se sustenta en la doctrina tutelar de la irregularidad social.



	2. Se establece de forma paralela y autónoma a las políticas sociales generales que benefician a la población infantil, excluyéndose al niño de un sistema social integral que le beneficie.



	Las modalidades de atención que ofrece contemplan sólo acciones a nivel individual, prestándose muy poca atención a las instituciones de socialización, lo que implica la no incorporación de aspectos familiares y sociales que afectan el desarrollo del niño.



	3. Dentro de un mismo sistema asistencial, todos los programas se pagan igual, lo que genera una discriminación en contra de los niños con mayor daño psicosocial y un alargamiento de los períodos de internación de los niños con menores problemas relativos, provocando la institucionalización de la atención, que afecta negativamente el desarrollo del niño, perjudicando la relación con su familia y su entorno social.  Al mismo tiempo, dificulta la coordinación y el trabajo conjunto con las instituciones sociales que trabajan temáticas de infancia.



	4. La actual legislación es rígida, por cuanto las alternativas de atención que SENAME puede financiar se encuentran diseñadas y detalladas en una lista de modalidades de atención taxativa, que impide la innovación técnica.



	5. Entrega mayores montos por residencia, lo que fomenta las permanencias prolongadas de los niños, más que favorecer su desarrollo en el ámbito de la familia.



	Se produce la separación del niño de su entorno familiar en situaciones no justificadas ni por decisiones judiciales ni por criterios técnico-metodológicos



	6. Si bien el rol del Estado en la legislación vigente se acoge a la doctrina de subsidiariedad para la ejecución de los programas sociales estipulados, éste se ha visto limitado en sus funciones.



	Las labores que le corresponden en cuanto a regulación y control de las intervenciones hacia la infancia se han visto restringidas a una evaluación fundamentalmente financiera y administrativa, poniéndose énfasis en los procesos más que en los resultados técnicos de la política.



	7. Dificulta la coordinación de las tres instituciones básicas involucradas (SENAME, juzgados de menores e instituciones colaboradoras), ya que no resguarda la igualdad de oportunidades de los niños y jóvenes que ingresan al sistema, en términos de contar con un diagnóstico que, de acuerdo a sus características, les permita acceder a la oferta programática más efectiva, toda vez que el acceso a través de demanda espontánea o particular no permite el real aprovechamiento y focalización de la oferta programática de SENAME, a la vez que desaprovecha el uso de otros programas de la red social.



	8. Debilitamiento del rol de las instituciones colaboradoras por falta de recursos.  La escasa subvención no permite el cumplimiento de los objetivos técnicos y profesionales para la atención integral de los niños. Así que la disponibilidad de atención profesional no alcanza a una hora mensual por niño.





III. IDEAS MATRICES Y OBJETO DEL PROYECTO.



	La idea matriz del proyecto se orienta a introducir, en la legislación vigente aplicable al sistema de subvenciones que el Estado otorga, a través del SENAME,  a las instituciones que integran su red colaboradora para la atención de menores en situación irregular, las reformas necesarias que permitan el establecimiento de un nuevo sistema que abra mejores oportunidades de vida y desarrollo en beneficio de los niños y jóvenes vulnerados en sus derechos o infractores de ley, por medio del logro de una efectiva y eficaz integración social a través de la articulación del Estado con el sector privado.



	Consecuentemente con tal propósito central o matriz, el proyecto, además, persigue los siguientes objetivos específicos:



	a) Asegurar y/o facilitar el acceso de los niños y jóvenes a oportunidades en salud, educación y a su formación integral.



	b) Facilitar a los Tribunales de Justicia la adopción de una decisión ágil, oportuna y adecuada a la integración social de los niños y jóvenes.



	c) Preservar los vínculos familiares de los beneficiarios, priorizando el trabajo con las familias, y el desarrollo del diagnóstico y su participación en programas localizados dentro del sector geográfico o territorial del que proviene el niño.



	d) Desarrollar una atención personalizada que incorpore en sus objetivos el seguimiento y preocupación por el egreso, a fin de velar por el cumplimiento del objetivo final de la integración social.



	e) Propender a la desjudicialización en materias proteccionales.



	f) Lograr la plena preparación para una vida independiente, cuando la reinserción familiar no es posible.



	g) Contar con una oferta programática eficiente y adecuada, regulando, a través de convenios y proyectos de funcionamiento, los resultados y objetivos a cumplir por los distintos programas y por el sistema de diagnóstico.



	h) Perfeccionar el rol del Estado a través de definir claramente las políticas y objetivos que den cuenta de los principios ya enunciados.



	i) Orientar la supervisión de los órganos del Estado hacia el control de la calidad de la atención y cumplimiento de los objetivos técnicos de los programas y sus resultados.



	j) Generar un mecanismo de financiamiento que incentive a los colaboradores a un desempeño eficiente y eficaz y a la prestación de servicios de calidad.



	k) Permitir la diversificación de la oferta programática del SENAME.



	l) Reglamentar la administración y la prestación de servicios en forma directa.



	m) Ampliar la participación en la oferta programática a nuevas entidades.



	n) Orientar la acción de los diferentes actores relacionados con los niños gravemente vulnerados en sus derechos e infractores de ley, conforme al principio del interés superior de éstos.



	ñ) Establecer un período de vacancia de la ley en proyecto, facultando al Jefe del Estado para regular su aplicación gradual y progresiva, a fin de permitir al SENAME adecuarse a las nuevas exigencias que se propone establecer y a las entidades colaboradoras incorporarse al nuevo sistema. 

CONTENIDO DEL PROYECTO.



	Para materializar los objetivos anteriores, se propone un proyecto de ley estructurado sobre la base de 48 artículos permanentes, divididos en seis Títulos, y tres transitorios.  Tratan las siguientes materias:



	El Título I se refiere a las "Normas Preliminares" (artículos 1º y 2º).



	El Título II versa sobre "Los colaboradores" (artículos 3º al 5º).



	El Título III, tocante al "sistema de diagnóstico, los programas y las residencias", se divide en dos párrafos, el primero acerca "del sistema de diagnóstico" (artículos 6º al 14) y el segundo acerca "de los programas y de las residencias" (artículos 15 al 20).



	El Título IV trata del "financiamiento" (artículos 21 al 29).



	El Título V es atinente a las "infracciones y sanciones" (artículos 30 al 38).



	Por último, hay un Título final con "disposiciones varias", entre las que se destacan las siguientes:



	El artículo 43, que contiene enmiendas del decreto ley Nº 2.465, de 1979, que fijó el texto de la ley orgánica del SENAME.



	El artículo 44, que introduce diversas modificaciones en la ley Nº 16.618, sobre Menores.



	El artículo 45, que deroga el decreto ley Nº 3.606, de 1981.



	El artículo 46, que deroga el decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia, que establece el actual sistema de subvenciones.

	El artículo 47, que establece la entrada en vigencia de la nueva ley.

	Finalmente, el artículo 48, que delega en S. E. el Presidente de la República la facultad de dictar, dentro de doce meses, los reglamentos de esta ley en proyecto.





IV. SINTESIS DE LAS EXPOSICIONES FORMULADAS EN LA COMISION.



	La señora Verónica Silva, Secretaria Ejecutiva del Departamento de Desarrollo Social de la Asociación de Municipalidades, informó que el trabajo de la Asociación está orientado a fomentar y potenciar el desempeño de un rol articulador por parte de los municipios, en relación con las iniciativas tanto públicas como privadas que se desarrollen en sus territorios, a entregar herramientas técnicas que permitan diseñar nuevos y mejores programas, y a generar servicios más adecuados para los niños que los que hoy se ofrecen, los cuales están, en cierto modo, "reducidos" a los problemas de educación y salud.



	En consideración a lo anterior, el tema central de la Asociación lo constituyen las redes y el rol que los municipios pueden y deben desempeñar en la generación de estrategias que permitan articular las acciones que a nivel local deban desarrollarse, sin tener que asumir necesariamente un papel de ejecución directa en esas acciones.  Promueve, entonces, que los municipios hagan directamente sólo aquello que en sus territorios no se hace; pero, si existen otros entes, públicos o privados, que puedan asumir las tareas, el papel del municipio debe ser sólo de articulación y apoyo financiero.



	A juicio de la Asociación, focalizar la atención exclusivamente en el niño con problemas o en riesgo social no resulta adecuado si no se interviene, también, en el contexto familiar y comunitario del menor (incluidos los conceptos de "familia extendida" y "medio ambiente cercano" o barrio). Informó que la experiencia les indica que las estrategias de intervención en red y de intervención familiar parecen ser las más adecuadas para el éxito de las labores de atención y prevención; por lo que deduce que también ellas podrían ser aplicadas en rehabilitación.



	En cuanto al proyecto opinó que éste representa un avance sustantivo hacia un cambio en la estrategia concreta de intervención, que significará mejorar la calidad de vida de los niños o, al menos, tender a que la señal que emiten las instituciones del Estado sea de apoyo a la familia y al medio natural en que los niños se desarrollan.  Advirtió que el proyecto encierra el desafío de lograr que los actores sociales sean capaces de generar estrategias de intervención que ojalá no sean estandarizadas, y proveer lineamientos claros de integración social.



	Puso énfasis en señalar que el rol municipal en esta tarea será bastante crucial, porque, guste o no guste, los municipios tienen la administración de los servicios de salud y educación.  De ahí que el tema por enfrentar será adosar a éstos, servicios que efectivamente vayan permitiendo un fortalecimiento del grupo familiar y de la comunidad.



	En relación con el mecanismo de evaluación según resultados, señaló que, a pesar de que éste seguramente aterrorizará a quienes tengan que trabajar en el área, porque es muy difícil establecer indicadores objetivos para medir algo tan cualitativo como son la calidad de vida y la integración social, el mismo generará un desafío en la lógica de la modernización de la gestión pública y privada en los temas sociales.



	A este respecto, indicó que la Asociación ha hecho un esfuerzo por generar estos indicadores de calidad en dos direcciones complementarias entre sí.  Unos son los indicadores de calidad de servicios, que persiguen medir la calidad de las prestaciones que las instituciones ofrecen a la comunidad, donde los parámetros de medición constituyen estándares máximos a los que se debe aspirar.  Los otros son los indicadores de calidad de vida de los usuarios, que corresponden a los resultados que persiguen las prestaciones otorgadas, como, por ejemplo, indicadores de integración social, de fortalecimiento familiar, de superación de la pobreza, etcétera.  En éstos, los parámetros de medición constituyen estándares mínimos óptimos.



	Enfatizó que la intervención tiene que ser familiar y la unidad de análisis tiene que ser la familia, y no solamente la persona que está siendo atendida.  En esa lógica operan los indicadores de calidad, que son parámetros muy básicos, pero que si en una institución no se explicitan, cada uno de los que ejecutan los programas les dará la interpretación que les parezca, de acuerdo a su propio criterio. Eso significará abandonar la estrategia, transformándola, simplemente, en un conjunto de buenas acciones.



	Manifestó que si las estrategias que se generen no se sustentan en redes comunitarias, será muy difícil revertir el proceso cultural según el cual la internación de los niños constituye la mejor ayuda para el desarrollo personal.  Para enfrentar esta lógica, señaló, hay que poner énfasis en que, con apoyo, las familias siempre son capaces; que el mejor ambiente para un niño será siempre su familia, y que aquellas familias que no tienen ningún destino son sólo una excepción a la regla.



	Las políticas sociales actuales, y en particular las que tienen como usuarios a la infancia y a la familia, son inconsistentes. Así es como una misma familia recibe hoy orientaciones, beneficios, sugerencias de acción e intervenciones profesionales incoherentes entre sí.  Es decir, se está pidiendo a los usuarios de los servicios sociales del país que integren aquello que los técnicos no han logrado integrar institucionalmente.



	Finalmente, calificó como muy positiva la nueva orientación de las políticas sociales que promueve el proyecto.



* * * * *



	El señor Francisco Rodríguez, Gerente de Desarrollo de la Fundación Paula Jaraquemada, afirmó que la propuesta que contiene el proyecto está muy vinculada a la percepción que la Fundación tiene del actual sistema de atención a menores en situación irregular, el cual presenta grandes deficiencias tanto en la realización de diagnósticos como en la elaboración de estrategias de intervención, principalmente, por la falta de capacidad de los técnicos encargados de llevar a cabo estas tareas.



	Dio a conocer que los diagnósticos en la actualidad dan cuenta de los problemas comunales (vivienda, salud, infraestructura), pero no dicen relación con los problemas de los menores y sus familias; es decir, se orientan a satisfacer las necesidades de un área distinta de aquélla en que operan las instituciones colaboradoras.  Por esto, ellos, con mucho esfuerzo, a través de profesionales jóvenes (por razones presupuestarias), han elaborado estrategias de intervención; pero éstas se encuentran divorciadas de los diagnósticos, por lo irreales que éstos resultan para la labor que desempeñan los colaboradores.  Ello configura una situación en que, por una parte, se hacen mediciones que las instituciones colaboradoras no necesitan y, por otra, éstas elaboran proyectos para atacar problemas que no han sido diagnosticados.



	Agregó que, consultadas las universidades y los técnicos del SENAME sobre el particular, la Fundación ha podido constatar que tampoco existen allí programas de especialización en estos temas.  Aun más, señaló que en algunos seminarios organizados recientemente sobre diagnóstico, intervención y elaboración de proyectos, se ha apreciado un gran déficit de expositores, pues nadie ha sido capaz de plantear estrategias de intervención para atacar problemas tales como el alcoholismo, la drogadicción o la vagancia.



	Destacó la necesidad de materializar con la mayor brevedad el objetivo final que la iniciativa persigue, arguyendo que no se podrá mejorar la gestión y ofrecer una buena atención a los menores sin perfeccionar el sistema de diagnóstico y la administración de los servicios.



	En cuanto a la incompatibilidad que el proyecto establece entre quienes harán el diagnóstico y quienes se encargarán de la intervención, se manifestó en contrario, porque ello provocará una desconexión entre estas dos realidades.  Agregó que no se puede pensar que una institución vaya a hacer un diagnóstico intencionado para asegurarse la administración del sistema en todas sus modalidades, pues una reglamentación clara y una fiscalización estricta del SENAME bastarían para que cada institución pudiera diagnosticar y aplicar inmediatamente programas de atención.



	En relación con el período de transición que el proyecto plantea para pasar del actual sistema al nuevo que se propone, lo estimó insuficiente para realizar la capacitación del personal necesario para enfrentar con éxito las tareas que el nuevo sistema contempla.  Hizo presente que los menores requieren de una atención personalizada, lo que hoy no ocurre, porque los niños son atendidos clasificándolos por edades, independientemente de cuáles hayan sido las causales de ingreso de cada uno (igual como se segrega a los menores en la escuela).  Postuló la conveniencia de hacer un trabajo más personalizado, lo que significará, obviamente, más recursos, por la mayor dificultad para desarrollar actividades grupales (se necesitarán más especialistas en cada nivel), pero será la única forma de avanzar en pos de la reinserción de los niños.



	En cuanto a los indicadores de calidad, propuso implementar planes pilotos y evaluar sus resultados para ir midiendo la eficacia de los programas, porque no se puede actuar a tientas en el campo social. . Estimó muy difícil establecer en un reglamento indicadores de medición adecuados, dada la gran diversidad de casos que presenta la realidad.  



	Por último, en relación con los incentivos y cargas para las instituciones colaboradoras según sean los resultados que obtengan en la implementación de sus programas, estimó que resulta muy difícil plantear metas objetivas anticipadamente, porque la realidad de un adolescente de la comuna de San Ramón es muy distinta de la de otro de la comuna de Rancagua.  Además, en cuanto a la propuesta del nuevo sistema de entregar los recursos, dejándolos sujetos a una eventual devolución, de acuerdo a la evaluación que se haga de los resultados del programa de que se trate, recomendó entregar un monto mínimo y, luego, premiar con mayores recursos la eficiencia.  Informó que los centros que administra la Fundación deben contar con un "staff" de profesionales permanente, que deben ser contratados por plazo indefinido, haciéndose cargo la institución de las leyes sociales.  Entonces, no es posible que, después de haberse ejecutado todas las acciones pertinentes reglamentadas por el SENAME, se descuente parte de la subvención otorgada si no se han logrado ciertos resultados, porque éstos no se pueden fijar matemáticamente, dado que hay diversos factores que los pueden hacer variar.



	Con todo, reconoció que la búsqueda de mejores resultados en la gestión de los servicios que ofrecen las instituciones colaboradoras es urgente e insoslayable.



* * * * *



	Las señoras Valeria Luco y Consuelo Contreras, ambas en representación de la Corporación de Oportunidad y Acción Solidaria (OPCION), manifestaron que la iniciativa en estudio tiene el mérito de hacer concordar parte de la legislación nacional con la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y constituye, además, un gran avance, a pesar de todas las deficiencias que presenta -que son perfectibles-, porque plantea un nuevo enfoque de las políticas en favor de la infancia.



	Respecto al trabajo con las familias, informaron que la experiencia acumulada por la Corporación OPCION en distintos proyectos, tanto de protección como de prevención y de rehabilitación conductual, demuestra que dicho trabajo con la familia resulta fundamental y que ésta debe ser entendida en un sentido amplio.  Defendieron la necesidad de potenciar las capacidades que las familias tienen tanto de recurrir a las distintas redes como a sus propios medios para proteger al menor.



	Sin embargo, hicieron presente que, cuando se involucra a la familia del menor en el trabajo con éste, se corre el riesgo de centrar la atención en aquella, descuidando a quien debe ser su beneficiario inmediato.  Por eso, reiteraron que no hay que perder de vista que, cuando se trabaja con ella -lo que es imprescindible-, el centro de atención lo constituye el niño.  Este último, sostuvieron, es quien debe poder decir si quiere quedarse con su padre o con su madre; y, siempre que pueda opinar sobre su situación, debe ser escuchado (muchas veces se efectúa el diagnóstico sólo escuchando la opinión de la madre).  Por ello, plantearon que lo anterior debiera ser incorporado al proyecto, porque además de permitir al niño ser escuchado, le permitiría ser informado sobre lo que le va a ocurrir, y eso significa respetar sus derechos.



	Por otra parte, observaron y manifestaron su preocupación porque la iniciativa no contempla ninguna disposición que se haga cargo de la situación de los menores abandonados o huérfanos, ni de la de aquéllos con problemas de tuición.



	Igualmente, en cuanto al espíritu que debe inspirar el proyecto, advirtieron que éste plantea mecanismos de protección de la infancia, pero les parece que también debiera contemplar garantías para los niños.  Al respecto, no dudan que esto último forma parte de la filosofía del mismo, pero ello no está claramente expresado en su texto, como debiera ser, si se quiere ser consecuente con la Convención.



	Destacaron la importancia de trabajar las potencialidades de los niños por sobre los déficit y de desjudicializar los problemas de la infancia, pero manifestaron preocupación por la exigencia de que todos los niños tengan que pasar por un centro de observación y diagnóstico para acceder a un programa de prevención de la delincuencia.  Por tal motivo, sostuvieron que, si se quiere implementar dichos programas, hay evitar lo anterior, porque, de lo contrario, no va a ingresar ningún menor, pues ellos preferirán reunirse en las esquinas a consumir alcohol o drogas.  Afirmaron que los jóvenes deben acercarse voluntariamente, es decir, sólo deben ser atraídos por aquellas cosas que les interesan y deben tener la libertad de asistir o no asistir.  El diagnóstico puede realizarse a través de muy variadas formas. Incluso puede hacerse en las mismas esquinas donde los jóvenes se reúnen o también mediante acciones grupales, con presencia de psicólogos, asistentes sociales y monitores.  A través de ellas, se determina el tipo de intervención que se requiere.  No se puede hacer un diagnóstico entre cuatro paredes con niños que están siempre en la calle.



	Manifestaron, además, su gran preocupación por la por la incompatibilidad que el proyecto establece, en relación con las instituciones colaboradoras, para administrar conjuntamente sistemas de diagnóstico y programas. Creen que, para impedir que un colaborador haga un diagnóstico intencionado para derivar injustificadamente a los niños a sus propios centros, bastaría una oficina del SENAME encargada de supervisar tales diagnósticos y las derivaciones necesarias. Para dar mayor coherencia al tratamiento de los niños, se mostraron partidarios de radicar el diagnóstico y la administración de los programas en una misma institución.



	Por último, destacaron que resulta muy importante que, al determinar los montos de subvención, se tome en cuenta que los salarios de quienes trabajan con los menores deben ser justos.



* * * * *



	Las señoras Alicia Amunátegui y Cecilia Milevic; el Rvdo. Padre Miguel Blasco; y los señores Humberto Prieto y Juan Romero, en representación de la Federación Nacional de Instituciones Privadas de Protección a Menores (FENIPROM), plantearon su molestia por la forma como el Ejecutivo, en el mensaje con que acompaña esta iniciativa, descalifica el trabajo que las instituciones privadas han venido haciendo desde que se hicieron cargo del sistema.  Expresaron que se les acusa de administrar hogares masivos y de prolongar la permanencia de los niños en ellos, con objeto de percibir la correspondiente subvención, en circunstancias que muchos de los que administran los recibieron de manos del Estado cuando éste decidió sus traspasos al sector privado.   Recordaron, además, que los hogares que administran no internan a los niños por su propia voluntad, sino que éstos, muchas veces son ingresados a ellos por demanda espontánea de sus propios familiares o por resolución judicial.



	Plantearon no creerse merecedores del trato que se les da en la fundamentación del proyecto, porque las instituciones afiliadas a FENIPROM, que desde hace muchos años trabajan en beneficio de los niños, nacieron como producto de la caridad y de la inquietud de sus fundadores y, en la actualidad, pese a que por los hogares traspasados no han recibido todos los recursos que les fueron ofrecidos, siguen desarrollando su labor.  Por eso, afirmaron que la existencia de hogares masivos no es consecuencia deliberada de las entidades que los administran, sino más bien es producto de la falta de recursos mencionada, lo que también les impide desarrollar acciones de intervención en las familias con miras a lograr la reinserción de los menores.



	Hicieron presente, asimismo, que el proyecto entre sus fundamentos, alude a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, solamente en lo relativo a la importancia de la familia en cuanto núcleo básico de la sociedad (cosa que FENIPROM comparte plenamente), pero no tiene en cuenta que este mismo instrumento jurídico contempla la existencia de hogares de guarda y de instituciones que deben hacerse cargo de los niños cuyos padres se encuentran disgregados o no están capacitados para ejercer su cuidado.



	Señalaron no estar de acuerdo en que la iniciativa centre en el Estado, mediante un servicio público (SENAME), todo el quehacer de la problemática relativa a la infancia, en especial lo relativo al establecimiento de las diversas modalidades de atención que tendrán por objeto la reinserción de los menores en sus familias de origen, o la inserción en familias adoptivas o sustitutas, y la regulación del pago de las subvenciones a las instituciones que administren los programas destinados a lograr esos objetivos.  En esta materia, se plantearon críticos de que el Estado, a través del SENAME, fije las políticas y programas, establezca las modalidades de atención, fiscalice, controle los recursos y fije las condiciones de acceso al sistema.  De esta manera, sostuvieron, la iniciativa privada se restringe y, en lugar de ser colaboradoras, las instituciones se transforman en meras ejecutoras de programas cuyos contenidos, objetivos y financiamiento están predeterminados por un organismo estatal.



	Asimismo, se manifestaron preocupados por el hecho de que los programas de intervención deban ser sometidos anualmente a la aprobación del SENAME.  Solicitaron tener presente que en la implementación de éstos hay de por medio contratos de funcionarios y una serie de otras situaciones que sería difícil manejar si su continuidad va a depender de que el respectivo programa sea o no sea aprobado.



	Sostuvieron su desacuerdo porque el proyecto no contenga en su articulado todas las normas que deberían regular el nuevo sistema, dejando en cambio muchas materias entregadas a la dictación de un reglamento, debido a que ello otorgaría mayor flexibilidad al Ejecutivo para hacer las adecuaciones que en el futuro estime necesarias. Al respecto, afirmaron que las entidades agrupadas en FENIPROM, debido a la indispensable estabilidad y fijeza que requieren los programas de trabajo, preferirían que todas esas materias estuvieran consignadas en la propia ley, adelantando incluso que podrían plantearse problemas de constitucionalidad, toda vez que la Carta Fundamental establece que tanto la asignación de recursos fiscales -como los destinados a subsidios-, como el establecimiento de sanciones a los colaboradores son materias de ley, y no de reglamento.



	Asimismo, señalaron que el término de los convenios celebrados con el SENAME, que el proyecto propone, también podría adolecer de inconstitucionalidad.



	Finalmente, sugirieron flexibilizar y hacer extensivos a las personas naturales los mecanismos de donaciones actualmente vigentes.



* * * * *



El señor Ignacio Walker, Presidente de la Fundación Rodelillo, y la señora Macarena Currin, Gerenta General de la misma, explicaron que la Fundación nació en respuesta al llamado de S.S. el Papa Juan Pablo II, en que exhortó a todos los católicos a establecer una corriente de vida solidaria con los sectores más pobres y postergados del país.  Atendiendo a esta convocatoria, un grupo de empresarios y profesionales se unieron para luchar contra la pobreza y rescatar a las familias de los sectores con mayor riesgo social del país.  Así, la lucha contra la pobreza ha sido emprendida a través de obras que han logrado coordinar la atención de los sectores de educación, salud y vivienda.  



	Señalaron que, antes de la creación de Rodelillo, no existían programas que incorporaran a las familias de los menores con el propósito de ofrecer una solución integral a sus problemas.



	Indicaron, además, que la Fundación está empeñada en desarrollar una labor que signifique reconocer las enormes potencialidades que tienen las personas para superarse a sí mismas.  Consecuentemente, quienes ayudan tienen prohibición de entregarles dinero a las familias a su cargo; sólo pueden dedicarles tiempo, porque se trata de servirlas lealmente y de darles respuestas, respetando absolutamente su libertad y dignidad.  La idea es que esta corriente de vida solidaria se traduzca en una labor de carácter subsidiario para, en resumen, "entregar la caña y no el pescado", de manera que la gente salga adelante por sus propios medios.



	Destacaron que la labor destinada a romper el círculo de la pobreza busca, primeramente, eliminar las fuentes de conflicto en la familia.  Para ello, orientadores familiares intervienen en la relación de pareja, en la relación entre padres e hijos y en su relación con la comunidad que los rodea.  Destacaron el alto espíritu comunitario y la increíble rapidez y eficiencia con que la gente más pobre se organiza y responde a la ayuda que se le ofrece. Se integra fácilmente y acepta de muy buena gana las orientaciones que recibe cuando ve que hay respeto y amor hacia ella.



	En cuanto al proyecto, afirmaron que éste constituye el paso más certero y avanzado dado por la legislación chilena para abordar el tema de la extrema pobreza en los menores del país. Es muy fácil que la solución que ofrece el actual sistema termine con la reclusión del menor en un establecimiento asistencial, porque lo más cómodo para la familia que está en grave riesgo y que tiene limitaciones de todo orden es desprenderse del niño, internándolo en alguno de estos centros.  Señalaron que la idea de Rodelillo es procurar que se reconstituya la familia del niño que emigra a dichos centros, haciendo el trabajo de intervención en el núcleo familiar, pues resulta mucho más fácil recomponer una familia que lo que normalmente se cree.



	Afirmaron que la iniciativa está llamada a fortalecer la labor de muchas instituciones privadas insertas en la acción social para que trabajen con la familia del menor.  No obstante, adolece de las siguientes deficiencias, que debieran ser consideradas:



	En relación con el registro de las entidades colaboradoras, propusieron la necesidad de establecer que éstas deberán acreditar poseer tanto un respaldo financiero y la experiencia necesaria para la ejecución de proyectos de la especie requerida, como también cierta idoneidad profesional de quienes laboran en ellas.  Se trata de evitar organizaciones que se formen sólo para obtener un convenio con el SENAME.  En este sentido, señalaron, la ley debe imponer al Servicio una tarea de supervisión bastante rigurosa sobre las condiciones que deberán reunir las entidades colaboradoras para registrarse como tales.



	Asimismo, sugirieron que el 75% del costo de los programas, como mínimo, sea financiado con los fondos que el SENAME entrega a sus colaboradores.  Sin perjuicio de ello , afirmaron que hay que buscar potenciar la actividad de las organizaciones privadas.  Naturalmente, la preferencia deberá recaer siempre en aquellos programas que incluyan a toda la familia del menor, pues el Estado debe considerar que a partir del trabajo con la familia se puede lograr más rápidamente la reinserción social del niño.



	Destacaron que la normativa propuesta regula en detalle las labores de diagnóstico, protección y rehabilitación del menor, pero no así el trabajo preventivo, que es muy importante que se realice para superar las condiciones deplorables de vida en que se debaten muchos de los niños que están en grave riesgo social.  Sostuvieron que en este ámbito es donde el SENAME debiera hacer un esfuerzo por focalizar su labor.



	Por último, pusieron mucho énfasis en solicitar que se corrija el error en que se incurrió al hacer una separación tajante entre el diagnóstico y la intervención.  Manifestaron que, a la luz de la experiencia acumulada por la Fundación, cuando se ejecuta un programa de intervención es muy importante que el diagnóstico haya sido realizado por el propio administrador del programa, por lo que sería conveniente romper esa barrera que establece la iniciativa.



* * * * *



	El señor Benito Baranda, Director Social de la Fundación Hogar de Cristo, afirmó que todos los estudios relativos a la superación de la pobreza que la Fundación Hogar de Cristo ha analizado coinciden en la necesidad de respetar a los más pobres en los procesos que ellos viven.  Ha habido experiencias, en Chile y en otros países, de fracaso de las políticas sociales, a causa de la violencia con que éstas actúan frente a los más pobres, o porque los pobres no tienen protagonismo en ellas, o porque los beneficios no están bien focalizados hacia ellos.



	Destacó un análisis realizado por el CEP, el cual permite comprobar que las personas que han logrado vincularse a la red de asistencia y han adquirido protagonismo en sus vidas para superar la pobreza son capaces de mantener un trabajo estable y de ascender rápidamente en la escala social.



	Hizo resaltar que la experiencia del Hogar de Cristo y de otras fundaciones demuestra que, cuando se les va dando un mayor protagonismo a las personas más pobres, y a sus familias y comunidades, la superación de la pobreza es más efectiva; las personas descubren valores propios y eso las hace también más responsables de sus vidas, y no solamente receptores de políticas sociales y beneficios.



	Hizo hincapié en destacar un estudio según el cual más del 60% de las personas que pernoctan permanentemente en la hospedería del Hogar de Cristo de calle General Velásquez (que en su mayoría sobrepasan los 50 años de edad), fueron abandonados por sus padres antes de los cinco meses de edad y que alrededor del 95% de ellos estuvo alguna vez en un hogar de menores o en un sistema de protección, también dependientes del Hogar de Cristo.  Hoy en día, esas personas son adultos mayores, que fueron a su vez padres abandonadores y tuvieron muchas parejas en su vida.



	Asimismo, se refirió a otro estudio realizado en 1992 por la Fundación Eisenhower, de los EE.UU., que permitió constatar que, del 60% de la población penal norteamericana, en su mayoría personas menores de 30 años, el 93% provenía de un sistema de cuidado alternativo (hogar de menores o colocación familiar) y, a pesar de la intervención temprana que había ocurrido en sus vidas, su situación presente era tan mala como podría haber sido sin dicha intervención.  Esta constatación hizo cambiar la política social de Estados Unidos a partir de entonces, focalizándose una gran cantidad de recursos en la atención de los niños más pequeños para tratar de evitar que éstos se desvincularan de sus familias y llegaran dañados más tarde al sistema carcelario.  En Chile, Gendarmería tiene antecedentes sobre este mismo tema en relación con la población penal juvenil.  Sería necesario, entonces, introducir una modificación en el sistema proteccional chileno para evitar que los niños en riesgo social de hoy pasen en el futuro a formar parte de la población penitenciaria a raíz de la delincuencia y de la drogadicción.



	En relación con el proyecto, dijo haber constatado que hoy en día existe una permanencia prolongada de los menores en distintos establecimientos, sin programas de habilitación, lo cual no permite el crecimiento ni la promoción de las personas, de sus familias, y sus comunidades.  Sugirió tener una especial preocupación por este tema, pues la desvinculación de estos niños genera un daño enorme al resto de la sociedad.  El rol de la familia y de la comunidad en la habilitación de estos jóvenes en riesgo social es fundamental, y éste es un aspecto que la iniciativa en comento rescata con mucha fuerza.



	Manifestó que el proyecto debería contemplar recursos para que las propias instituciones colaboradoras efectúen una evaluación interna de los programas que llevan a cabo, sin perjuicio de la evaluación externa que realice el SENAME.



	Destacando la formación y atención integral de niños y jóvenes que el proyecto promueve, afirmó que, para el Hogar de Cristo ha sido muy difícil desprenderse de ciertos hábitos institucionales de atención que históricamente han existido.  Así, señaló que el Hogar de Cristo tenía centros comunitarios ubicados en comunas que no eran de extrema pobreza, cuyo traslado ha significado un altísimo costo para la institución, porque hoy en día la pobreza y la marginalidad social, sobre todo en las grandes ciudades, como Santiago, Concepción o Temuco, tiene gran movilidad geográfica.



	En atención a lo anterior, recomendó incorporar en el proyecto alguna fórmula que permita absorber esta movilidad territorial de la marginalidad.  A tal efecto, propuso recursos adicionales para aquellas instituciones que muestren eficacia y capacidad para trabajar en esta área, de manera que puedan gestionar programas innovadores que se hagan cargo de esa movilidad.



	Por otra parte, consideró muy importante el establecimiento de mecanismos de control de la gestión financiera y técnica de las instituciones colaboradoras, a través de la planificación y del aporte de recursos en base a resultados.  Al respecto, ellos han impulsado vigorosamente este tema desde 1989, lo que motivó, en 1990, una reforma institucional, que implicó dividir la Fundación en diferentes "unidades de negocios", que han trabajado fuertemente en planificación estratégica, evaluación y control presupuestario.  Este es un mecanismo que las fundaciones y corporaciones no poseen en la actualidad, y constituye uno de los aspectos más innovadores del proyecto en estudio.



	Señaló también que, si las entidades colaboradoras no cuentan de una vez por todas con una autoridad controladora, cada vez que el Estado o los particulares les traspasen recursos, el riesgo de que ellos puedan usarse en cosas que no corresponden es muy grande.  Para evitar eso, planteó la necesidad de que exista una Superintendencia de ONGs, o algún organismo similar, que se encargue de revisar los balances de estas instituciones, no sólo en su aspecto contable, sino también en base a los resultados obtenidos en su gestión.



	Por último, destacó el hecho de que la iniciativa propugne la diversificación de la oferta programática hacia las familias y niños en alto riesgo psicosocial.





V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.



	Vuestra Comisión de Familia, luego de escuchar las opiniones, las observaciones y las proposiciones de las personas e instituciones precedentemente individualizadas, como así también las exposiciones que hicieran los representantes del Ejecutivo acerca de los fundamentos, objetivos y alcances del proyecto, lo que permitió a sus integrantes formarse una opinión sobre la forma como funciona el actual sistema de subvenciones que el Estado otorga --para la atención de menores en situación irregular-- a las instituciones que integran la red colaboradora del SENAME, procedió, sin mayor debate, en su sesión ordinaria celebrada el 15 de marzo último, a dar su aprobación, por la unanimidad de los diputados presente, a la idea de legislar.





VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.



	La Comisión en esta etapa de la discusión del proyecto dio a sus disposiciones el siguiente trato:



TITULO I

NORMAS PRELIMINARES



	A.- El artículo 1º indica que el objeto de la ley, en proyecto, es establecer la forma y condiciones en que el Estado subvencionará las actividades tendientes a obtener la plena integración social de los niños que son sujeto de atención del SENAME (comprende a los que carecen de tuición o que, teniéndola, su ejercicio constituye un peligro para su desarrollo normal integral; los que presenten desajustes conductuales, y los que estén en conflicto con la justicia).  Además, precisa que dichas actividades deberán realizarse garantizando el interés superior del niño y su derecho preferente a vivir y desarrollarse en su familia.



	Durante su discusión, la Diputada señora Cristi y el Diputado señor Paya discrepando acerca de la amplitud de la descripción del objeto del proyecto, presentaron una indicación para sustituirlo por otro que, a juicio de ellos, describe en mejor forma dicho objeto. Sostuvieron que éste no solo se limita a establecer la forma y condiciones en que el Estado subvencionará las actividades a que alude, sino que, además, persigue transformar íntegramente el sistema de atención a menores en situación irregular e incorpora procedimientos administrativos de control y sanción, modificando o derogando numerosas otras normas legales vigentes sobre la materia.



	Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría (dos votos a favor y tres en contra).



	A continuación, la Comisión, acogiendo una proposición de la Excma. Corte Suprema, aprobó unánimemente agregar, en el inciso primero, entre las palabras "integración" y "social", la expresión "familiar y", a fin de anteponer a la integración social de los niños, la integración a la familia. La Corte Suprema funda su propuesta en la Constitución Política, la que en su capítulo I, relativo a las Bases de la Institucionalidad prescribe que "La familia es el núcleo fundamental de la sociedad".



	Sometido a votación el artículo, con la modificación referida, fue aprobado por mayoría de votos (tres votos a favor y dos en contra), con enmiendas formales.



	B.- El artículo 2º dispone que para el cumplimiento de los objetivos de la ley, en proyecto, el SENAME ofrecerá programas destinados a los beneficiarios, diseñados de acuerdo a las necesidades de éstos y previo diagnóstico.



	Como un complemento de la indicación que formularon al artículo precedente, la Diputada señora Cristi y el Diputado señor Paya, presentaron otra para sustituir esta norma dejando claramente establecido en ella que, para otorgar las subvenciones que trata el proyecto, se ejecutará un sistema de diagnóstico, programas y residencias destinados a los beneficiarios a través de metodologías diseñadas y desarrolladas por los colaboradores.



	Por su parte, el Ejecutivo acogiendo una petición formulada durante la discusión general del proyecto, tanto por parlamentarios como por representantes de las instituciones colaboradoras, formuló una indicación para reemplazar su texto por el siguiente:



	"Artículo 2º.- Para el cumplimiento de los objetivos de esta ley, se ejecutará un sistema de diagnóstico, programas y residencias destinados a los beneficiarios, en atención a las necesidades y diagnóstico de éstos y a través de metodologías diseñadas o desarrolladas por los colaboradores."



	Esta indicación, igualmente, explicita que serán las propias instituciones colaboradoras las llamadas a diseñar y desarrollar sus propias metodologías para la aplicación de los sistemas de diagnósticos, programas y residencias que ejecuten.



	Puestas en votación, por separado, ambas indicaciones, la primera, fue rechazada por mayoría (dos votos a favor y tres en contra); la segunda, del Ejecutivo, fue aprobada por mayoría de votos (tres votos a favor y dos en contra), en iguales términos.



TITULO II

DE LOS COLABORADORES



	C.- El artículo 3º establece que son "colaboradores" las personas naturales o jurídicas que desarrollen acciones para la integración social de los beneficiarios.



	Durante su discusión, la Diputada señora Cristi y el Diputado señor Paya formularon una indicación supresiva del mismo por estimar que deberían tener acceso a la subvención sólo las personas jurídicas, ya que las naturales, casi siempre, suelen no separar la administración de su patrimonio personal de otros que reciban para ejecutar un determinado programa asistencial.  Sometida a votación, fue rechazada por dos votos a favor y cuatro en contra.



	A continuación, el Ejecutivo acogiendo una solicitud efectuada, tanto por parlamentarios como por representantes de las instituciones colaboradoras, en el sentido de establecer en la propia ley y no en un reglamento los requisitos objetivos que deberán cumplir los colaboradores (para ser considerados como tales), formuló una indicación para sustituir su texto por el siguiente:



	"Artículo 3º.� Son "colaboradores" las personas naturales o jurídicas que desarrollen acciones para la integración social de los beneficiarios, inscritas en el registro nacional de colaboradores de SENAME y reconocidas como tales por resolución del Director Nacional de SENAME, en la forma y condiciones exigidas por esta ley y su reglamento.



	Las personas naturales y jurídicas colaboradores y sus representantes legales deberán, a lo menos, cumplir con los siguientes requisitos:



	1.� Contar, a lo menos, con licencia de educación media.



	2.� No estar inhabilitado para ser colaborador por haber sido sancionado de acuerdo a los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 35.



	3.� No haber sido condenado por crimen o simple delito.



	4.� Idoneidad profesional.



	5.� Capacidad, experiencia e idoneidad técnica.



	6.� Solvencia económica.



	Además, los miembros del directorio de las personas jurídicas colaboradores, deberán acreditar los requisitos que se señalan en los números 2 y 3  del inciso precedente.



	El cumplimiento de estos requisitos deberá acreditarse con las certificaciones, títulos y demás documentos que se establezcan en el reglamento correspondiente.



	Por resolución fundada, el Director Nacional del SENAME podrá denegar, suspender o revocar el reconocimiento, pudiendo, en tales casos, el colaborador afectado interponer reclamo por escrito ante el mismo Director Nacional, en la forma y plazos establecidos en los artículos 37 y siguientes de esta ley."



	El artículo sustitutivo, fue aprobado por unanimidad, en los mismos términos.



	Artículo nuevo.



	Seguidamente, el Ejecutivo, formuló además la siguiente indicación  aditiva para intercalar un nuevo artículo 4º a fin de establecer un registro nacional de colaboradores.



	"Artículo 4º.�  El  SENAME llevará un registro  nacional de colaboradores, que será público y tendrá los siguientes objetivos:



	1º Registrar las personas naturales o jurídicas habilitadas para desempeñarse en el sistema de diagnóstico, los programas y las residencias contempladas en esta ley, y



	2º Informar acerca de los colaboradores según sus características y la evaluación de su desempeño.



	Para los efectos de proporcionar la información pública a que se refiere el inciso anterior, las entidades inscritas en el registro señalarán el sistema de diagnóstico, los programas y/o las residencias en que desarrollarán o han ejecutado su actividad.  Asimismo, deberán aportar la información sobre los recursos humanos, materiales y financieros de que disponen y, en su caso, los antecedentes de desempeño.  Dichos antecedentes precisarán información en cuanto al número de acciones ejecutadas y beneficiarios atendidos e insertados socialmente en los dos últimos años.  El registro consignará la información anterior clasificándola según se trate del sistema de diagnóstico, programas o residencias."



	Se aprobó la indicación por unanimidad.



	D.- El artículo 4º, que pasa a ser 5º, señala que podrán acceder a la subvención de que trata esta ley en proyecto y los reglamentos que se dicten para su ejecución, los colaboradores reconocidos por resolución del Director Nacional del SENAME, inscritos en los registros especiales que llevará dicho Servicio.



	El Ejecutivo formuló una indicación para substituir la frase "los registros especiales que para estos efectos llevará el Servicio" por la siguiente: "el registro nacional de SENAME".



	Se aprobaron la indicación y el artículo por unanimidad.



	E.- El artículo 5º, que pasa a ser 6º, obliga a los colaboradores a solicitar respecto de las personas que bajo cualquier forma postulen a prestar servicios en la atención de los beneficiarios, un certificado de antecedentes que les acredite una conducta anterior intachable.



	Fue aprobado por unanimidad, sin modificaciones.



TITULO III

DEL SISTEMA DE DIAGNOSTICO, DE LOS PROGRAMAS Y DE LAS

RESIDENCIAS



Párrafo 1º

Del Sistema de Diagnóstico



	Al inicio del tratamiento del articulado de este Título, la Diputada señora Cristi y el Diputado señor Paya presentaron una indicación para sustituirlo íntegramente (artículos 6º al 20, inclusive), por una disposición que apunta a mantener, por no satisfacerles la propuesta del Ejecutivo, la vigencia de los artículos 4º y 5º, del actual sistema de subvenciones establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia, que fijan, respectivamente, las modalidades de atención al menor y el monto unitario diario de subvención por cada menor atendido.

	Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos (dos votos a favor y cuatro en contra).



	F.- El Artículo 6º, que pasa a ser 7º, dispone que para garantizar la integración social de los beneficiarios, existirá un "sistema de diagnóstico" cuya función principal será determinar la derivación más adecuada del niño, considerando para tal efecto, integralmente, su situación y la de su medio familiar y social.



	G.- El Artículo 7º, que pasa a ser 8º, ordena al ejecutor del sistema de diagnóstico, realizar, entre otras, algunas de las siguientes actividades: 1) Elaborar, inmediatamente ingresado el niño al sistema y en el plazo máximo reglamentario, un diagnóstico integral, multidisciplinario y participativo, que permita formarse un juicio acerca de su estado de desarrollo físico y psíquico, su madurez social y su situación socio familiar; 2) Proponer la derivación más conveniente para él a fin de solucionar definitivamente su situación, preferentemente sin separarlo de su familia; 3) Colaborar técnicamente con los tribunales, en particular, con la justicia de menores; y, 4) Elaborar el informe sobre discernimiento.



	H.- El artículo 8º, que pasa a ser 9º, clasifica al sistema de diagnóstico en "ambulatorio", "residencial" y "privativo de libertad", atendiendo a las circunstancias en que el niño se encuentra y a las que motivan su ingreso en él.



	I.- El artículo 9º, que pasa a ser 10, define al sistema de diagnóstico ambulatorio como aquél destinado a niños que durante la realización del diagnóstico pueden permanecer a cargo de quienes lo tienen legalmente a su cuidado.



	J.- El artículo 10, que pasa a ser 11,define al sistema de diagnóstico residencial como aquél destinado a niños cuya vida o integridad física o síquica se pueden encontrar gravemente amenazadas, si permanecen en su lugar de residencia habitual.



	K.- El artículo 11, que pasa a ser 12, define al sistema de diagnóstico privativo de libertad como aquél destinado a menores de dieciocho años de edad y mayores de dieciséis, que hubieren cometido crimen o simple delito, cuando proceda su privación de libertad.  Además, dispone que si éste no fuere procedente, se les aplicará el sistema de diagnóstico ambulatorio o residencial, según corresponda.



	L.- El artículo 12, que pasa a ser 13, señala que por decreto supremo del Ministerio de Justicia y previo informe o a proposición del Director Nacional de SENAME, se determinarán los lugares en que funcionarán el sistema de diagnóstico ambulatorio, residencial y/o privativo de libertad.



	M.- El artículo 13, que pasa a ser 14, establece que cuando el juez determine el ingreso al sistema de diagnóstico residencial o privativo de libertad, el beneficiario será enviado a la residencia que reglamentariamente corresponda; competiendo al SENAME señalar el establecimiento en que se ubicará al niño, en atención a la edad, sexo, lugar de residencia y circunstancias que motiven su ingreso.



	Puestos en votación los artículos, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 12 y 13, precedentes, que pasan a ser 7º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 13 y 14, respectivamente, fueron aprobados, separadamente, por mayoría de votos (cuatro votos a favor y uno en contra), sin enmiendas.



	N.- El artículo 14, (eliminado) dispone que la administración por colaboradores del sistema de diagnóstico es incompatible con la administración de programas.



	El Ejecutivo, accediendo a una petición que se le formulara durante la discusión general del proyecto, presentó una indicación para suprimir esta norma.



	Puesta en votación esta indicación supresiva, fue aprobada por mayoría de votos (cuatro votos a favor y uno en contra).



Párrafo 2º

De los Programas y de las Residencias



	Ñ.- El Artículo 15 denomina "programa" al conjunto de actividades destinadas a la integración social de los beneficiarios.



Durante su discusión, el Ejecutivo a fin de reemplazar el vocablo "actividades" por el término "intervenciones", formuló una indicación sustitutiva en tal sentido.



	Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por mayoría de votos (cuatro votos a favor y uno en contra).



	Asimismo, la Comisión acordó, por unanimidad, acoger la proposición de la Corte Suprema en el sentido de que una de las finalidades de esta iniciativa es obtener la reinserción familiar de los beneficiarios, tal como se señaló respecto del artículo 1º, quedando el texto como sigue:



	"Se denomina programa al conjunto de intervenciones destinadas a la integración familiar y social de los beneficiarios."



	O.- El artículo 16 establece que los programas tendrán uno o más de los siguientes objetivos: 1.- lograr que la familia, el establecimiento educacional y la comunidad, se responsabilicen del desarrollo integral y de la socialización del beneficiario; 2.- la reinserción familiar de los beneficiarios; 3.- la preparación de los beneficiarios para alcanzar una vida independiente; 4.- la prevención de conductas delictivas de los beneficiarios; y 5.- la habilitación del infractor.



	El Ejecutivo durante el debate de esta norma, con el objeto de precisar que los programas de intervención se dividen en tutelares (aquellos relacionados con la prevención y protección) y en socioeducativos (aquellos relacionados con la prevención y habilitación de los infractores de ley), formuló la siguiente indicación sustitutiva:



	"Artículo 16.- Los programas se agrupan en:



	A) Tutelares: aquellos relacionados con la prevención y protección, que tienen uno o más de los siguientes objetivos:

	1.-Lograr que la familia, el establecimiento educacional y la comunidad, se responsabilicen del desarrollo integral y de la socialización de los beneficiarios;

	2.-La inserción o reinserción familiar de los beneficiarios, y

	3.-La preparación de los beneficiarios para alcanzar una vida independiente.

	B) Socioeducativos: aquellos relacionados con la prevención y habilitación de los infractores de ley, que tienen uno o más de los siguientes objetivos:

	1.-La prevención de conductas delictivas de los beneficiarios, y

	2.-La habilitación del infractor".



	Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por mayoría de votos (cuatro votos a favor y uno en contra).



	P.- El artículo 17 dispone que en los casos de los Nºs 1.-, 2.-, 3.- (de la letra A) y 4.- (pasa a ser Nº 1 de la letra B).- del artículo 16, los beneficiarios ingresarán al programa correspondiente por resolución de los consejos técnicos del sistema de diagnóstico. Tratándose de los casos de los Nºs 2.- y 3.- (de la letra A) tal resolución deberá ratificarla el tribunal correspondiente, y en el caso del Nº 5.- (pasa a ser Nº 2 de la letra B), el ingreso lo ordenará el tribunal que corresponda.



	Puesto en votación el artículo, fue aprobado por mayoría de votos (cuatro votos a favor y uno en contra) con las adecuaciones formales necesarias para ajustar su texto a las modificaciones aprobadas en el artículo anterior.



	Q.- El Artículo 18 establece que cuando, durante el desarrollo del sistema de diagnóstico o del programa, la permanencia de los beneficiarios en su lugar de residencia habitual, ponga en peligro su vida o su integridad física o síquica o cuando tratándose de infractores, sea necesaria su privación de libertad, el juez o el consejo técnico del sistema de diagnóstico, según el caso, ordenará su derivación a la residencia que corresponda de acuerdo al reglamento.



	La Comisión, por unanimidad, acordó acoger la proposición que hiciera la Corte Suprema, en el sentido de aclarar el texto de la disposición, precisando que en los casos en que aparezca necesaria la privación de libertad de infractores, corresponderá al juez ordenar la derivación a la residencia que corresponda, cautelando, de tal manera, la garantía constitucional de la libertad personal, derecho esencial del ser humano.



	Como consecuencia de lo anterior, se aprobó por unanimidad el siguiente texto substitutivo:



	"Cuando durante el desarrollo del sistema de diagnóstico o del programa, la permanencia de los beneficiarios en su lugar de residencia habitual ponga en peligro su vida o su integridad física o psíquica, el consejo técnico del sistema de diagnóstico ordenará su derivación a la residencia que corresponda de entre aquellas que se establezcan en el reglamento.



	No obstante, si el beneficiario tuviere el carácter de infractor y de los antecedentes pareciere necesaria su privación de libertad, será el juez el que ordenará su derivación a la residencia que corresponda de entre aquellas que se establezcan en el reglamento o en la que decida de entre éstas."



	R.- El Artículo 19 entrega a las Direcciones Regionales de SENAME, la función de cumplir las resoluciones de los consejos técnicos del sistema de diagnóstico o, en su caso, del tribunal, para el ingreso de los beneficiarios a los programas y residencias, existentes en la región.  Con todo, agrega que sólo con autorización del tribunal y siempre que no existan programas y residencias en la región, se podrá ingresar a un beneficiario a un programa y residencia localizado fuera de la región donde reside habitualmente.



	S.- El artículo 20 dispone que para los efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, los consejos técnicos o el tribunal, según corresponda, notificarán a la Dirección Regional respectiva de SENAME, la resolución que disponga el ingreso de un beneficiario a un programa y residencia.



	Puestos en votación separadamente los artículos 19 y 20, precedentes, fueron aprobados por mayoría de votos (cuatro votos a favor y uno en contra), sin enmiendas.



TITULO IV

DEL FINANCIAMIENTO



	En relación a este Título cabe hacer presente que el Ejecutivo formuló diversas indicaciones. Al respecto, los representantes del Ejecutivo hicieron presente que de lo que se trataba era trabajar con las instituciones colaboradoras del SENAME para definir una política de infancia que procure un mejor destino a los niños y jóvenes que ese Servicio atiende, mejor destino que podrá lograrse trabajando con sus familias biológicas, adoptivas o substitutas para que puedan tener un espacio en un grupo familiar. En caso que ello no fuere factible, se procurará la existencia en las instituciones colaboradoras de programas que faciliten a estos jóvenes los medios para enfrentar apropiadamente su vida como adultos, por cuanto, al carecer de una familia, deberán desenvolverse solos. En consecuencia, no se trata sólo de entregar más recursos a las instituciones colaboradoras sino de privilegiar a las que faciliten la integración a un grupo familiar o proporcionen los elementos adecuados para enfrentar la vida.



	En este sentido, señalaron que las indicaciones del Ejecutivo, buscaban profundizar en algunos elementos para dar más claridad y certeza al sistema, en lo relativo a la determinación del monto de las subvenciones y de los criterios de cálculo de las mismas.



	Para ello se fijan los criterios básicos para la determinación de estos montos, los que se prefirió establecer en la ley y no en el reglamento, como se pensó en un principio, a fin de darles más estabilidad y permanencia. En base a estos criterios es posible diferenciar la razón del por qué determinado colaborador recibirá una subvención mayor que la que corresponderá a otro. Agregaron que, actualmente, la subvención se determina por día/niño atendido, sin reparar en el grado de complejidad que puedan representar los distintos sujetos de atención, lo que rigidiza mucho el sistema en perjuicio de entidades que son más esforzadas o que deben observar una dedicación más compleja, como es el caso, por ejemplo, de COANIL.



	En general, lo que se pretende no es subvencionar la mera permanencia de la persona en una institución o el desarrollo de intervenciones permanentes en el tiempo, desconectadas de los objetivos de un diagnóstico o programa.



	Entrando, luego, a la parte más concreta del financiamiento del sistema, señalaron que para ello se creaba la unidad de subvención SENAME, la que contempla un mecanismo de reajustabilidad propio, con un valor nominal de $ 10.000.-, reajustable conforme a la variación del índice de precios al consumidor. Indicaron, asimismo, que se establecían también topes superiores e inferiores de los montos de la subvención que mensualmente corresponderán a cada subsistema de intervención, determinando con ello los sistemas de diagnóstico o programa más baratos y más caros. Todos estos parámetros quedan sujetos, cada cuatro años, a un mecanismo de revisión, estableciéndose, mediante decreto del Ministerio de Justicia, refrendado también por Ministro de Hacienda, el reglamento que fijará los factores en virtud de los cuales se determinarán los montos a pagar. Señalaron que esta revisión se justificaba por cuanto diez años de experiencia indican que el costo de cada intervención tiende a variar muy rápidamente en el mercado, comprendiendo en ello el valor de las horas profesionales, los medicamentos, alimentos, vestuario, etc.



	Por último, señalaron que se pretendía implementar un mecanismo de financiamiento que promoviera e incentivara a las instituciones colaboradoras para un desempeño eficiente y un servicio de calidad, atendiendo al logro de resultados concretos en relación a cada niño atendido.



	T.- El artículo 21 dispone que para el financiamiento del sistema de diagnóstico, programas y residencias, el Estado otorgará una subvención que se regulará por las disposiciones del proyecto, una vez convertido en ley, y de su reglamento.



	Su inciso segundo declara liberados de todo tributo relacionado con la Ley de Impuesto a la Renta, aquella parte de las subvenciones, donaciones u otros ingresos que perciban los colaboradores, que se emplee en el pago de remuneraciones, reparación, mantención o ampliación de los establecimientos beneficiados o cualquier otra inversión destinada a la atención de los menores.



	Su inciso tercero establece que las subvenciones constituirán ingresos propios de los colaboradores.



	El Ejecutivo presentó una indicación para substituir este artículo por el siguiente:



	"Artículo 21.� Para el efecto del financiamiento que el Estado, a través del SENAME, entregará a los colaboradores que ejecuten el sistema de diagnóstico, programas y residencias a que se refiere esta ley, se distinguirán las siguientes clases de subvención:



	Subvenciones sistema de diagnóstico;

	Subvenciones programas tutelares;

	Subvenciones programas socioeducativos,

	Subvenciones residencias."



	Se aprobó la indicación, sin debate, por mayoría de votos (4 votos a favor y 1 abstención).



	Artículos nuevos.



	El Ejecutivo presentó una indicación para agregar dos nuevos artículos al proyecto, los números 22 y 23, del siguiente tenor:



	"Artículo 22.� El valor de las subvenciones otorgadas a los colaboradores del SENAME se determinará de acuerdo a las variables que incidan en el costo de la prestación del servicio otorgado en cada sistema de diagnóstico o programa, según corresponda.  Tales variables deberán considerar, al menos, la frecuencia, tiempo de duración y complejidad de las intervenciones asociadas al cumplimiento de los resultados esperados en cada sistema de diagnóstico o programa.



	Se entenderá por "intervención" el conjunto de actividades, susceptibles de ser agrupadas según criterios técnicos, que se realicen con los beneficiarios, la familia o comunidad, para el logro de los resultados de cada sistema de diagnóstico, programa o residencia."



	La Comisión aprobó por mayoría de votos esta indicación (4 votos a favor y 1 abstención), acordando, con igual quórum, completar la mención que se hace en el inciso primero al sistema de diagnóstico, de tal manera que las dos veces figure como "sistema de diagnóstico, programa o residencia.".



	"Artículo 23.� La subvención que reciban los colaboradores del SENAME y las donaciones u otros ingresos que los mismos reciban o generen, en la parte en que se utilicen o inviertan en el pago de remuneraciones de su personal, en la administración, reparación, mantención o ampliación de las instalaciones de los establecimientos beneficiados o en cualquier otra inversión destinada al servicio de la atención de menores, no estarán afectos a ningún tributo de la ley sobre Impuesto a la Renta.



	Las subvenciones constituirán ingresos propios de los colaboradores."



	Esta nueva disposición, que corresponde a los incisos segundo y tercero del texto original del artículo 21, fue aprobada por unanimidad.



	U.- El artículo 22, que pasa a ser 24, dispone que para la transferencia de las subvenciones, las Direcciones Regionales del SENAME celebrarán convenios con los colaboradores, quienes deberán presentar proyectos relacionados con los objetivos descritos para el sistema de diagnóstico y los programas o para el cuidado de los beneficiarios en una residencia, procediéndose a celebrar los convenios previa aprobación de los proyectos.



	Sin perjuicio de las adecuaciones numéricas, derivadas del cambio de numeración del articulado, la Comisión aprobó el artículo en iguales términos, por mayoría de votos. ( 4 votos a favor y 1 abstención).



	V.- El artículo 23, que pasa a ser 25, dispone que mediante decreto supremo del Ministerio de Justicia, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, se aprobará el reglamento conforme al cual se fijarán los montos a pagar por beneficiario en el sistema de diagnóstico, programas y residencias.



	El Ejecutivo presentó una indicación substitutiva de este artículo para reemplazarlo por el siguiente:



	"Artículo 25.- La subvención que reciban del Estado los colaboradores del SENAME se determinará según los siguientes criterios:



	a) Rol del colaborador: diagnóstico, programas tutelares o socioeducativos.



	b) Beneficiarios de la intervención y sus características.



	c) Complejidad de las intervenciones a realizar.



	d) Frecuencia de las intervenciones del diagnóstico o programa que administre el colaborador, dirigidas a los beneficiarios, la familia o la comunidad.



	e) Período de permanencia en el diagnóstico o programa.



	f) Resultados parciales y finales esperados.



	Existirá un valor unitario por beneficiario que se establecerá de acuerdo a la proporción en que se aplicarán los criterios indicados en las letras a) hasta f).  Dicho valor unitario estará asociado a resultados parciales y finales exitosos para cada componente del sistema de diagnóstico y programas.



	Este valor unitario se establecerá en Unidades de Subvención SENAME (U.S.S.), en los siguientes límites para cada tipo de diagnóstico y programa:



	       Límite inferior                             Límite superior

	            mensual	                                mensual

	              U.S.S.	                                  U.S.S.



Sistema de diagnóstico	      8,130	                                 17,904

Programas tutelares	               2,230	                                   4,340

Programas socioeducativos	      2,570	                                   8,692



	La Unidad de Subvención SENAME tendrá un valor de $10.000.



	Los valores de la U.S.S., de los límites inferior y superior, a que se refieren este artículo y el artículo 28, podrán ser evaluados cada cuatro años.  El reglamento de la presente ley establecerá los procedimientos necesarios para la evaluación.



	No obstante lo anterior, el valor de la U.S.S. se reajustará en el mes de enero de cada año, exceptuando aquel en que comience a regir el nuevo valor que se obtenga de la evaluación señalada en el inciso anterior, en el porcentaje de variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor durante el año precedente.



	Mediante decreto supremo emanado del Ministerio de Justicia y suscrito además por el Ministro de Hacienda, se aprobará el reglamento que establecerá los factores en virtud de los cuales se determinarán los montos a pagar por beneficiario, en cada componente del sistema de diagnóstico y programas."



	Se aprobó la indicación por mayoría de votos (4 votos a favor y 1 abstención).



	W.- El Artículo 24, que pasa a ser 26, establece que en el caso del sistema de diagnósticos y de los programas, el pago de la subvención estará vinculado a la obtención de resultados parciales y finales, procediendo aun cuando los resultados se obtuvieren antes del período establecido para su logro, pero, en todo caso, efectuándose por mensualidades.



	El Ejecutivo presentó una indicación para substituir el inciso primero de este artículo, por los siguientes:



	"Artículo 26.� En el caso del sistema de diagnóstico y de los programas, la modalidad de pago estará asociada a los resultados parciales y finales logrados en las diferentes clases de diagnóstico y programas. Dicho pago procederá aun cuando los resultados se obtuvieren antes del período establecido para su logro, efectuándose, en todo caso, por mensualidades. Estos resultados se definirán en relación con las áreas en que se produce la situación problema o deficitaria que afecta a un niño en su proceso de integración social, tales como la familia, la comunidad, la educación, la capacitación, la participación social, la protección, el desarrollo psicosocial y el marco valórico.



	Los resultados serán medidos a través de verificadores de medición tales como informes, listas de cotejo, pautas de observación, resoluciones judiciales, documentos expedidos por autoridad competente, certificaciones, diplomas, títulos, registros y contratos."



	La Comisión acordó acoger la indicación por mayoría de votos (4 votos a favor y 1 voto en contra), pero substituyendo la primera oración del inciso primero por la siguiente:



	"En el caso del sistema de diagnóstico y de los programas, la forma de pago estará asociada a la modalidad de intervención definida para lograr los objetivos fijados, considerando resultados parciales y finales alcanzados en las diferentes clases de diagnósticos y programas."



	X.- El artículo 25, que pasa a ser 27, establece que en el caso del sistema de diagnóstico y de los programas, los colaboradores, para recibir la subvención, deberán garantizar la fiel ejecución de sus obligaciones mediante alguna modalidad suficiente que, establecida en el reglamento, determine el SENAME.



	Se aprobó en iguales términos, por mayoría de votos (4 votos a favor y 1 abstención).



	Y.- El artículo 26, que pasa a ser 28, establece que en el caso de la residencia, se pagará una subvención mensual por beneficiario atendido.



	El Ejecutivo presentó una indicación para substituir este artículo por el siguiente:



	"Artículo 28.� En el caso de las residencias, el valor unitario por beneficiario se pagará conforme a los días de permanencia del beneficiario en ellas y se establecerá en U.S.S., en los siguientes límites para cada tipo de residencia:



	              Límite inferior	                 Límite superior

	                  mensual		                    mensual

	                   U.S.S.		                      U.S.S.



Residencia baja complejidad	  4,493	   8,145

Residencia alta complejidad	12,747	 22,355



	Las residencias serán evaluadas en terreno respecto a la calidad de la atención brindada a los beneficiarios, y su pago se efectuará al mes siguiente al de la atención del beneficiario y conforme al total de días que éste permanezca en ella.  En todo caso, el monto total mensual que se pague, no podrá exceder de la subvención mensual establecida en el convenio respectivo.



	Para recibir el pago, el colaborador deberá haber presentado el registro de atención en la forma y plazo que determine el reglamento."



	Se aprobó la indicación por mayoría de votos (4 votos a favor y 1 abstención).



	Z.- El artículo 27, que pasa a ser 29, faculta a los Directores Regionales del SENAME para que al iniciarse una residencia, anticipen al colaborador hasta un período mensual de la subvención.



	Se aprobó en iguales términos, por mayoría de votos (4 votos a favor y 1 voto en contra).



	AA.- El artículo 28, que pasa a ser 30, establece las estipulaciones mínimas que deben contener los convenios que se celebren con los colaboradores.



	Se aprobó en iguales términos, por mayoría de votos (4 votos a favor y 1 abstención).	



	BB.- El artículo 29, que pasa a ser 31, encomienda al reglamento la determinación de la procedencia de pagos adicionales de subvención en atención a la localización geográfica del sistema de diagnóstico, programas y residencias.



	Se aprobó en iguales términos, por unanimidad.



TITULO V

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES



	CC.- El artículo 30, que pasa a ser 32, señala que corresponderá al SENAME velar por el cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de su reglamento, agregando que la fiscalización que ejercerá el Servicio se orientará, fundamentalmente, a verificar la obtención de resultados y, en general, al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 1º.



	Se lo aprobó en iguales términos, por unanimidad.



	DD.- El artículo 31, que pasa a ser 33, dispone que en caso de infracciones a esta ley o al reglamento, los Directores Regionales del Servicio podrán sancionar a los colaboradores, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que proceda.



	Se aprobó en iguales términos, por unanimidad.

 

	EE.- El artículo 32, que pasa a ser 34, señala las conductas constitutivas de infracciones graves por parte de los colaboradores.



	El Ejecutivo presentó una indicación para agregar a las conductas descritas como graves, la siguiente:



	"c) incumplimiento de cualquiera de las obligaciones que impone el convenio al colaborador."



	Se aprobó la indicación por unanimidad.



	FF.- El artículo 33, que pasa a ser 35, señala las medidas con que se sancionarán las infracciones consideradas graves.



	El Ejecutivo presentó una indicación para introducir las siguientes modificaciones a este artículo:



	a) Para anteponer al actual Nº 1, que pasará a ser Nº 2, el siguiente Nº 1, nuevo:



	"1.� Revocación del reconocimiento como colaborador."



	b) En el actual Nº 1, que pasa a ser 2, para suprimir la frase final "y producirá la revocación  de su reconocimiento como tal".



	c) Para incorporar, a continuación del Nº 1, que pasa a ser Nº 2, el siguiente Nº 3, nuevo, pasando los actuales números 2, 3 y 4 a ser números 4, 5 y 6, respectivamente.



	"3.� Suspensión del reconocimiento como colaborador."



	d) Para intercalar, en el número 4, que pasa a ser número 6, entre la palabra "percibida" y la palabra "en", la siguiente frase: "en el sistema de diagnóstico, programa o residencia que se cometa la infracción,"



	Se aprobó la indicación por unanimidad.



	GG.- El artículo 34, que pasa a ser 36,dispone que toda otra infracción será sancionada con multa que no podrá exceder del 50% de la subvención mensual efectivamente percibida en el mes anterior a la fecha de la resolución que la aplique. En caso de reiteración, se aplicarán las sanciones del artículo 33 (pasa a ser 35).



	El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar entre la expresión "percibida" y la preposición "en", la siguiente frase: "en el sistema de diagnóstico, programa o residencia que se cometa la infracción,".



	Se aprobó la indicación por unanimidad.



	HH.- El artículo 35, que pasa a ser 37, señala que las sanciones se aplicarán previo proceso administrativo, instruido por el Director Regional del SENAME correspondiente.



	El Ejecutivo presentó una indicación para substituir este artículo por el siguiente:



	"Artículo 37.- El Director Regional del SENAME conocerá las reclamaciones deducidas por los colaboradores que administren sistema de diagnóstico, programas o residencias en la región, por aplicación de las normas contenidas en este Título."



	Se aprobó la indicación por unanimidad.



	II.- El Artículo 36 dispone que en contra de las sanciones contempladas en el presente Título, podrá presentarse reclamación ante el Juez de Letras de Menores del domicilio del afectado.



	El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir este artículo.



	Se aprobó la indicación por unanimidad.



	Artículos nuevos.



	Los representantes del Ejecutivo señalaron que las indicaciones formuladas a las disposiciones de este Título se referían al procedimiento administrativo de sanciones y reclamaciones, así como de fiscalización y control que ejercerá el SENAME, ello como una forma de responder a las críticas formuladas por las entidades privadas, las que tacharon de inconstitucional el proyecto original en cuanto remitía al reglamento la regulación de estas materias. Señalaron que, en todo caso, el procedimiento que consagra el proyecto en nada afecta al de carácter judicial regulado por la Ley de Menores y sus normas complementarias.



	El Ejecutivo presentó una indicación para agregar, a continuación del artículo 35, que pasa a ser 37, los siguientes artículos 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47 y 48, nuevos, pasando los artículos 37 al 48, originales, a ser artículos 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59 y 60, respectivamente:



	"Artículo 38.� El reclamo deberá interponerse por escrito, en el término fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución, acto, hecho u omisión en que la reclamación se funde, ante el Director Regional del lugar del domicilio del sistema de diagnóstico, programa o residencia en que se origine el reclamo, quien ordenará acogerlo a tramitación si cumple con los requisitos señalados en el artículo siguiente.



	Si no se cumplieren dichos requisitos, el Director Regional dictará una resolución, para ordenar que se subsanen, dentro del plazo que se señale al efecto, el cual no podrá ser inferior a diez días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación."



	"Artículo 39.� La reclamación deberá cumplir con los siguientes requisitos:



	1. Exposición clara de los hechos y fundamentos en que se apoya.



	2. Presentación de los documentos en que se funde, exceptuando aquellos que, por su volumen, naturaleza, ubicación u otras circunstancias, no puedan agregarse a la solicitud.



	3. Enunciación, en forma precisa y clara, de las peticiones que se sometan a la consideración del Director Regional."



	"Artículo 40.� La primera notificación que se realice durante este procedimiento deberá hacerse personalmente en el domicilio que el colaborador o su representante legal haya establecido, dentro de la región, para tal efecto, al interponer el reclamo.  Si el colaborador no fuere habido en dos días consecutivos en su domicilio, se le notificará por carta certificada, de lo cual deberá dejarse constancia en el respectivo expediente.  El colaborador se entenderá notificado al tercer día, contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva.  En ambos casos, se deberá dejar copia íntegra de la resolución respectiva.



	Las demás notificaciones que se realicen durante este procedimiento, se notificarán por carta certificada, dejándose constancia de ello en el respectivo expediente.  La notificación se entenderá efectuada al tercer día, contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva."



	"Artículo 41.� La investigación de los hechos deberá realizarse en el plazo de treinta días, al término de los cuales el Director Regional deberá emitir el fallo.



	En el evento de que el colaborador solicite rendir prueba, el Director señalará un plazo para tal efecto, el cual no podrá ser inferior a diez días."



	"Artículo 42.� Vencido el plazo señalado en el artículo anterior, el Director procederá a emitir el fallo en el término de cinco días, el cual contendrá la relación de los hechos, los fundamentos y conclusiones a que hubiere llegado y, en definitiva, si se acoge o deniega la reclamación interpuesta."



	"Artículo 43.� La sentencia será notificada al colaborador por carta certificada; sin embargo, esta notificación deberá hacerse personalmente cuando así se solicitare por escrito al interponerse el reclamo, debiendo, en este caso, procederse conforme al artículo 40."



	"Artículo 44.� En contra de la resolución o sentencia que resuelva un reclamo, procederán los siguientes recursos:



	a) De reposición, ante la misma autoridad que la hubiere dictado, y



	b) De apelación, ante el superior jerárquico de quien la hubiere dictado."



	"Artículo 45.� El recurso de apelación sólo podrá interponerse con el carácter de subsidiario de la solicitud de reposición, para el caso de que ésta no sea acogida y sólo respecto de la aplicación de las sanciones contenidas en el artículo 35 de esta ley."



	"Artículo 46.� Los recursos deberán ser fundados e interponerse en el plazo de cinco días, contados desde la notificación, y deberán ser fallados dentro de los cinco días siguientes."



	"Artículo 47.� Resuelta la apelación, se devolverán los antecedentes al Director Regional para la notificación de la sentencia definitiva.



	"Artículo 48.� Los plazos señalados en el presente Título serán de días hábiles."



	Se aprobó cada uno de los artículos nuevos propuestos, por unanimidad.



	JJ.- El artículo 37, que pasa a ser 49, establece que cuando se constatare la existencia de una infracción que pudiere revestir caracteres de delito, el SENAME formulará la correspondiente denuncia ante la justicia ordinaria, pudiendo ejercer la acción penal y hacerse parte, si lo estimare procedente.



	Se aprobó en iguales términos, por unanimidad.



	KK.- El artículo 38, que  pasa a ser 50, dispone que si se detectaren infracciones que pudieren significar reintegros de fondos al SENAME, éste los ordenará sin forma de juicio, a petición del colaborador, mediante resolución fundada de su Director Regional.



	Si las sumas a reintegrar exceden del veinte por ciento de la subvención mensual convenida, a petición del colaborador el Director Regional podrá otorgar un plazo de hasta seis meses para enterarlas, habida consideración a los antecedentes de hecho que obren en su poder.  En todo caso aplicará un interés real del 1% mensual.



	Se aprobó en iguales términos, por unanimidad.



TITULO FINAL

DISPOSICIONES VARIAS



	LL.- El artículo 39, que pasa a ser a 51, dispone que las referencias que se hagan en los diferen�tes textos legales a establecimientos, instituciones o sistemas asistenciales, modalidades de atención, reformatorios o instituciones de beneficencia, se entenderán hechas a los Sistemas, Programas y Residencias establecidos en esta ley y en su reglamento. 



	Se aprobó en iguales términos, por unanimidad.



	MM.- El artículo 40, que pasa a ser 52, dispone que el Director Nacional, en el ámbito nacional, y los Directores Regionales de SENAME, en el ámbito regional tendrán el carácter de Ministros de Fe, para los efectos de esta ley.



	Se aprobó en los mismos términos, por unanimidad.



	NN.- El artículo 41, que pasa a ser 53, dispone que no será aplicable al SENAME la limitación de que el número de personal a contrata no pueda exceder del 20% del personal de planta (establecida en el inciso segundo del artículo 9° de la Ley N°18.834), cuando deba asumir la administración directa de un Sistema de Diagnóstico, de un Programa o de una Residencia, en conformidad con las facultades establecidas en la presente ley o en el Decreto Ley Nº 2.465, de 1979. 



	Se aprobó en los mismos términos, por unanimidad.



	ÑÑ.- El artículo 42, que pasa a ser 54, señala que las menciones que se efectúan del Reglamento de esta ley, en su articulado, deben entenderse referidas a uno o varios reglamentos según lo resuelva la autoridad administrativa. 



	Se aprobó en iguales términos, por unanimidad.



	OO.- El artículo 43, que pasa a ser 55, introduce diversas modificaciones al Decreto Ley Nº 2.465, de 1979, que fija el texto de la Ley Orgánica del SENAME:



	a) El artículo 2º de la citada ley orgánica, establece que el Servicio atenderá a menores que carezcan de tuición o que teniéndola, su ejercicio constituya un peligro para su desarrollo normal integral.



	El inciso tercero de esta norma se refiere a los menores que sean atendidos por instituciones colaboradoras del SENAME, que estén percibiendo la subvención que les otorga la ley, señalando que dicho beneficio se extenderá hasta el 31 de diciembre del año en que estos menores cumplan los 24 años de edad, si estuvieren cursando estudios superiores en alguna universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.



	El Mensaje persigue ampliar este beneficio, haciéndolo extensivo a quienes estudien en un instituto de educación media técnico profesional o de educación media técnico profesional de adultos o estudios en algún establecimiento educacional de enseñanza básica, media, técnico profesional o práctica o en escuelas industriales, o técnicas.



	Se aprobó en los mismos términos, por unanimidad.



	b) El artículo 3º señala las funciones que competen especialmente al SENAME y su Nº 10 indica que le corresponderá asumir la administración provisional de las instituciones reconocidas como colaboradoras, cuando lo autorice el respectivo juez de menores.



	El Mensaje propone suprimir este número.



	Se aprobó por unanimidad.



	c) El artículo 12 señala las atribuciones que corresponderán especialmente a los Directores Regionales del SENAME y su Nº 14 dispone que les cabrá realizar los actos y celebrar los contratos  que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones del Servicio, de acuerdo con sus facultades propias y delegadas.



	El Mensaje amplía y precisa esta atribución, señalando que también les corresponderá realizar los actos y celebrar los contratos para la administración de los sistemas, programas o residencias que desarrollen los colaboradores dentro de su territorio, fijar plazos, condiciones y demás requisitos de los mismos, modificarlos y ponerles término; y dictar las resoluciones generales o particulares que sean necesarias para el ejercicio de estas atribuciones.



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	d) El artículo 13 dispone que el Director Nacional del SENAME podrá reconocer como colaboradoras de sus funciones a las instituciones privadas que presten atención o protección gratuita a los menores a que se refiere su ley orgánica, siempre que cumplan con los requisitos que establece el reglamento.



	El Mensaje propone derogar este artículo.



	Se aprobó por unanimidad.



	e) El artículo 16 dispone que en los casos en que el funcionamiento de una institución reconocida como colaboradora o de sus establecimientos, presentare graves anomalías, el Director Nacional podrá solicitar al juez de menores que corresponda, que autorice la administración provisional de toda la institución o la de uno o más de sus establecimientos. Igual atribución corresponderá en sus territorios a los directores regionales.



	El Mensaje propone derogar esta disposición.



	Se aprobó por unanimidad.



	f) El artículo 17 dispone que los tribunales de menores podrán prohibir la continuación de las acciones de asistencia o de protección de menores que realicen personas naturales o entidades públicas o privadas, cuando existan indicios graves acerca de que la forma en que se desarrollan tales acciones, pueden ocasionar peligro moral o material a tales menores.



	El inciso tercero señala que cuando dichas acciones de asistencia o protección afecten a los menores a que se refiere esta misma ley, y existieren los indicios mencionados, el SENAME deberá denunciarlos, haciéndose parte o querellándose en los procesos que tengan lugar y asumiendo la representación fiscal.



	El Mensaje agrega a las medidas que puede tomar el SENAME, la de solicitar al tribunal que se decrete la prohibición de continuación de las acciones de asistencia.



	Se aprobó en los mismos términos por unanimidad.



	g) El inciso cuarto de este mismo artículo 17, señala que en estos asuntos se aplicará el procedimiento sumario especial contemplado en la Ley de Menores y si la resolución del juez no diere lugar a la prohibición y esta sentencia no fuere apelada, deberá elevarse en consulta a la Corte de Apelaciones correspondiente.



	El Mensaje simplifica el procedimiento, cambiándolo por uno de carácter verbal, sin forma de juicio, aplicable actualmente a las cuestiones sometidas a los jueces de menores que no tienen el carácter de contienda entre partes. La resolución que sobre estas materias recaiga será apelable en el solo efecto devolutivo, ante la Corte de Apelaciones que corresponda.



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	h) El artículo 18 señala que en los convenios que celebre el SENAME con las instituciones reconocidas como colaboradoras, deberá establecerse, a lo menos, la ayuda técnica, material y financiera que el Servicio proporcione y el compromiso de las últimas de ejecutar las acciones que les encomiende el SENAME y de atender a un cierto número de menores.



	Agrega la norma que sólo las entidades reconocidas como colaboradoras y que hayan celebrado convenios, podrán ser objeto de la ayuda material y financiera del Servicio.



	El Mensaje propone derogar este artículo.



	Se aprobó por unanimidad.



	PP.- El artículo 44, que pasa a ser 56, introduce diversas modificaciones a la Ley Nº 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:



	a) El artículo 16 señala los establecimientos en que podrán ser retenidos los menores de 18 años; dispone que la retención de una persona visiblemente menor de esa edad en lugares distintos a los señalados, constituirá una infracción grave a las obligaciones funcionarias y dará lugar a la aplicación de medidas disciplinarias; obliga a Carabineros a poner a los menores inculpados de crimen o simple delito, a disposición del tribunal competente o a internarlos en un Centro de Observación y Diagnóstico si lo anterior no fuere posible.



	El inciso primero de este artículo se refiere a los lugares en que podrán ser retenidos los menores de 18 años indicando que sólo podrán serlo en las Comisarías o Subcomisarías de Menores, en un Centro de Tránsito y Distribución, en un Centro de Observación y Diagnóstico y, en los lugares que éstos no existan y se tratare de menores que deban ser sometidos a exámenes de discernimiento, en los que señale el Jefe del Estado.



	El Mensaje substituye los nombres "Centro de Tránsito y Distribución" y "Centro de Observación y Diagnóstico", por la frase "sistema de diagnóstico residencial o privativo de libertad".



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	b) El inciso cuarto de este mismo artículo 16, señala que si no fuere posible a Carabineros colocar a un menor inculpado de crimen o simple delito a disposición del tribunal competente, deberá ingresarlo al Centro de Observación y Diagnóstico respectivo, el que a su vez lo pondrá a disposición del juez, a primera hora de la audiencia más próxima.



	El Mensaje, concordante con la anterior modificación, substituye la frase "Centro de Observación y Diagnóstico" por la frase "sistema de diagnóstico privativo de libertad".



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	c) y d) El artículo 28 dispone que tanto el menor de 16 años como el mayor de esa edad y menor de 18, que haya obrado sin discernimiento y aparezca inculpado de un crimen, simple delito o falta, será juzgado por el juez de letras de menores respectivo, quien no podrá adoptar a su respecto más medidas que las que la ley señala.



	Su inciso segundo señala que la declaración previa acerca de si el menor ha obrado o no con discernimiento, deberá hacerla el juez de menores, oyendo al Consejo Técnico de la Casa de Menores o a alguno de sus miembros según lo determine el reglamento. 



	El mismo inciso añade que en caso de no existir Casa de Menores, deberá oírse "al funcionario indicado en la letra l) del artículo 3º".



	El Mensaje introduce dos modificaciones a este inciso para: (letra c) incluir entre quienes pueden, alternativamente, ser oídos por el juez al pronunciarse sobre si el menor obró o no con discernimiento, al Consejo Técnico o a alguno de los miembros del sistema de diagnóstico ambulatorio, y para (letra d) reemplazar la mención que se hace al funcionario indicado en la letra l) del artículo 3º, disposición actualmente derogada, por la frase Director Regional del Servicio Nacional de Menores o a quien éste designe para tal efecto.



	Se aprobaron ambas modificaciones en los mismos términos propuestos, por unanimidad.



	e) y f) El artículo 29 enumera las medidas que podrá aplicar el juez en los casos que trata esta ley.



	El Mensaje introduce dos modificaciones a este artículo para:



	e) Agregar, previa adecuación formal de los números anteriores, un nuevo Nº 5 del siguiente tenor:



	"5º. Confiarlo a un Sistema, Programa y Residencia administrado por SENAME o por sus Colaboradores, oyendo, en el caso de los Programas y Residencias, al Consejo Técnico de la Casa de Menores o del Sistema de Diagnóstico Ambulatorio, o a alguno de sus miembros en la forma que determine el reglamento. En caso de no existir Casa de Menores, deberá oír al Director Regional de SENAME o a quien este designe para tal efecto."



	f) Substituir el inciso tercero, que señala el tiempo que durarán las medidas que adopte el juez de menores, quien podrá revocarlas o modificarlas, previa audiencia a las entidades o personas que se señalan.



	El texto que se propone es del siguiente tenor:



	"Estas medidas durarán el tiempo que determine el juez de letras de menores y tratándose de las medidas del número 5º, durarán el tiempo estipulado para cada Sistema, Programa y Residencia. El juez podrá revocarlas o modificarlas, si variaren las circunstancias, oyendo al Consejo Técnico de la Casa de Menores o del Sistema de Diagnóstico Ambulatorio, o a alguno de sus miembros, o al Director del Programa o Residencia, todo ello en la forma que determine el reglamento.  En caso de no existir Casa de Menores, deberá oír al Director Regional del SENAME o a quien éste designe para tal efecto."



	Se aprobaron ambas modificaciones, en los mismos términos, por unanimidad.



	g) y h) El artículo 30 señala que cuando se recoja a un menor por hechos que no sean constitutivos de crimen, simple delito o falta, el juez podrá, sin necesidad de llamarlo a su presencia, aplicarle alguna de las medidas que señala el artículo 29, según más convenga a la irregularidad que presente.



	Su inciso segundo establece que el juez podrá autorizar al Consejo Técnico de la respectiva Casa de Menores para que aplique la medida que proceda, en un plazo que no podrá exceder de 20 días.



	Su inciso tercero señala que tales medidas podrán ser revocadas o modificadas en la forma indicada en el inciso final del artículo 29.



	El Mensaje propone dos modificaciones a esta norma para: 



	g) Substituir el inciso segundo por el siguiente:



	"El Consejo Técnico deberá aplicar la medida procedente en un plazo máximo de veinte días, contado desde que el menor ingrese al Sistema de Diagnóstico Ambulatorio o Residencial, la que deberá ser ratificada por el juez de letras de menores."



	h) Substituir en el inciso tercero el vocablo "final" por "tercero", a fin de corregir la referencia hecha al artículo 29.



	Se aprobaron ambas modificaciones, en iguales términos, por unanimidad.



	i) El artículo 51 dispone que para los efectos de esta ley, se crearán Casas de Menores que funcionarán por medio de dos centros independientes y autónomos entre sí. Uno de ellos será el Centro de Tránsito y Distribución y el otro el Centro de Observación y Diagnóstico.



	El Mensaje propone substituir este artículo por el siguiente:



	"Artículo 51.- Para los efectos de esta ley se crearán Casas de Menores que funcionarán a través del Sistema de Diagnóstico Residencial y Privativo de Libertad, ubicados en secciones separadas.



	Para garantizar la integración social de los beneficiarios existirá un Sistema de Diagnóstico que tendrá como función principal determinar la derivación más adecuada del niño. Para estos efectos considerará integralmente su situación y la de su medio familiar y social.



	El ejecutor del Sistema de Diagnóstico deberá realizar, entre otras, algunas de las siguientes acciones:



	1) Elaborar un diagnóstico integral, multidisciplinario y participativo, a fin de formarse y emitir un juicio acerca del estado de desarrollo físico y psíquico, madurez social y situación socio familiar del niño.



	Este diagnóstico se iniciará inmediatamente de ingresado el niño al Sistema de Diagnóstico y en el plazo máximo que establezca el reglamento.



	2) Proponer la derivación más conveniente para el niño con el fin de solucionar definitivamente la situación que le afecta, preferentemente sin separarlo de su familia.



	3) Colaborar técnicamente con los tribunales de justicia, en particular, con la justicia de menores.



	4) Elaborar el informe sobre discernimiento".



	Se aprobó la substitución, en iguales términos, por unanimidad.

	j) Artículo nuevo.



	El Mensaje propone intercalar un nuevo artículo 51 bis, del siguiente tenor:



	"Artículo 51 bis.- Atendiendo a las circunstancias en que el niño se encuentra y a las que motivan su ingreso al Sistema de Diagnóstico, este último se clasifica en "ambulatorio", "residencial" y "privativo de libertad".



	El "sistema de diagnóstico ambulatorio" es aquél destinado a los niños que durante la realización del diagnóstico pueden permanecer a cargo de quienes los tienen legalmente a su cuidado.



	El "sistema de diagnóstico residencial" está destinado a los niños cuya vida o integridad física o psíquica se pueden encontrar gravemente amenazadas, si permanecen en su lugar de residencia habitual.



	El "sistema de diagnóstico privativo de libertad" es el destinado a los menores de dieciocho años de edad y mayores de dieciséis, que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, cuando proceda su privación de libertad. Si ésta no fuere procedente, se les aplicará el sistema de diagnóstico ambulatorio o residencial, según corresponda.



	Cuando el juez determine el ingreso al sistema de diagnóstico residencial o privativo de libertad, el beneficiario deberá ser enviado a la residencia que corresponda de acuerdo al reglamento. El Servicio Nacional de Menores señalará el establecimiento en que, para dichos efectos, se ubicará al niño, en atención a criterios de edad, sexo, lugar de residencia y circunstancias que motiven su ingreso."



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	k) El artículo 52 señala que en cada Casa de Menores funcionará un Consejo Técnico integrado por las personas que indica.



	El Mensaje propone substituir este artículo por el siguiente:



	"Artículo 52.- En cada Sistema de Diagnóstico funcionará un Consejo Técnico que estará integrado por los siguientes miembros:



	1) El Director del Sistema, quien lo presidirá;



	2) El Jefe Técnico del Sistema;



	3) Un psicólogo;



	4) Un asistente social, y



	5) El funcionario o empleado a cargo directo del menor de que se trate, si corresponde.



	El reglamento fijará las normas necesarias para el funcionamiento de los Consejos, la forma en que se designarán sus integrantes y las calidades que éstos deben reunir."



	Se aprobó la substitución, en iguales términos, por unanimidad.



	l) El artículo 53 señala las atribuciones que tendrán los Consejos Técnicos.



	El Mensaje propone substituir este artículo por el siguiente:



	"Artículo 53.- Los Consejos Técnicos tendrán las siguientes atribuciones:



	a) Apreciar la situación de vulnerabilidad que afecta al menor y las circunstancias de su entorno familiar y comunitario;



	b) Aplicar las medidas del artículo 29 respecto de aquellos menores a que se refiere el inciso primero del artículo 30, la que deberá ser ratificada antes de su aplicación por el juez de letras de menores competente, y



	c) Asesorar al juez de menores cuando éste lo requiera."



	Se aprobó la substitución en iguales términos, por unanimidad.



	m) El artículo 55 dispone que las instituciones privadas reconocidas como colaboradoras del Consejo Nacional de Menores, deberán disponer, a lo menos, de un 20% de las plazas de sus establecimientos para admitir a los menores que el juzgado de letras de menores o el Consejo Técnico respectivos, destinen para su internación en ellos.



	El Mensaje propone derogar este artículo.



	Se acogió la supresión por unanimidad.



	n) El artículo 71 encomienda al Presidente de la República la determinación de los Centros de Tránsito y Distribución y de los Centros de Observación y Diagnóstico existentes y su localización, además de los establecimientos en que podrán ser internados los menores en los lugares en que no existan los Centros señalados.



	El Mensaje propone modificar este artículo para dejarlo como sigue:



	"El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Justicia, determinará los establecimientos en que podrán ser internados los menores que pudieren ser sometidos a examen de discernimiento, en aquellos lugares en que no existan sistemas privativos de libertad, y su localización."



	Se aprobó la modificación por unanimidad.



	QQ.- El Artículo 45, que pasa a ser 57, deroga el decreto ley Nº 3.606, de 1981, que declara exentos de cualquier tributo relativo a la Ley sobre Impuesto a la Renta, a las subvenciones que perciba el SENAME y las donaciones y otros ingresos que perciba, en la parte que se utilicen en el pago de remuneraciones de su personal, en administración, reparación, mantención o ampliación de las instalaciones de los establecimientos beneficiados o cualquier otra inversión destinada al Servicio.



	Se aprobó por unanimidad.



	RR.- El artículo 46, que pasa a ser 58, deroga el decreto con fuerza de ley Nº 1385, de 1980, del Ministerio de Justicia, texto actual de la Ley de Subvenciones a las instituciones colaboradoras del SENAME.



	Se aprobó por unanimidad.



	SS.- El artículo 47, que pasa a ser 59, señala la fecha de vigencia como ley de este proyecto.



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	TT.- El artículo 48, que pasa a ser 60, establece que dentro del plazo de doce meses señalado en el artículo anterior, el Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, y de Hacienda cuando corresponda, dictará los reglamentos de esta ley.



	Se aprobó en iguales términos, por unanimidad.





DISPOSICIONES TRANSITORIAS



	UU.- El artículo 1º señala que durante los tres primeros años de vigencia de esta ley, el sistema que ella establece se aplicará gradual y progresivamente, facultando al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley establezca la implementación gradual y progresiva del nuevo sistema.



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	VV.- El artículo 2º señala que durante el transcurso del plazo comprendido entre la publicación de esta ley y su entrada en vigencia, el SENAME deberá adoptar las medidas administrativas necesarias requiriendo a los colaboradores que actualicen sus antecedentes y documentos a las exigencias de la presente ley, y dictar nuevas resoluciones de reconocimiento quedando sin efecto las dictadas con anterioridad.



	Asimismo, dispone que el Servicio deberá celebrar nuevos convenios con los colaboradores que se ajusten a los términos de esta ley, pudiendo, no obstante, mediante decretos emanados del Ministerio de Justicia, prorrogar la vigencia de los reconocimientos de colaboradores efectuados por el Servicio y los convenios celebrados con ellos antes de la vigencia de esta ley, hasta por tres años a contar de dicha vigencia.



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.



	WW.- Artículo nuevo.



	El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar un nuevo artículo tercero del siguiente tenor:	



	"Artículo 3º.� El primer reajuste que corresponda aplicar a la U.S.S., considerará solamente la variación del Indice de Precios al Consumidor que se haya acumulado a partir del mes siguiente a aquel en que entre en vigencia la presente ley, hasta el mes de diciembre anterior a la aplicación del reajuste."



	Se aprobó la indicación en iguales términos, por unanimidad.



	XX.- El artículo 3º, que pasa a ser 4º, efectúa la imputación presupuestaria del proyecto.



	Se aprobó en iguales términos por unanimidad.





VII.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.



	Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión de Familia hace constar lo que sigue.



	I.- a) Que no existen en el proyecto disposiciones que tengan el carácter de normas de ley de quórum calificado.



	I.- b) Que las siguientes disposiciones tienen rango de ley orgánica constitucional:



	- Las letras b) y e) del artículo 43 (que pasa a ser 55), respecto de la derogación de los artículos 3º, número 10, y 16 del decreto ley Nº 2.465, de 1979, por incidir ambas en materias relativas a las atribuciones y competencia de los Tribunales de Justicia. Lo anterior resulta de la aplicación de los artículos 63, inciso segundo, y 74, inciso segundo, de la Constitución Política, en relación con la disposición quinta transitoria de la misma Ley Fundamental.



	- El artículo 43 (que pasa a ser 55), letra g) por cuanto al modificar el artículo 17 del decreto ley Nº 2465, de 1979, elimina la competencia que actualmente tienen las Cortes de Apelaciones para conocer en consulta de la resolución de los jueces de menores que no diere lugar a la prohibición de continuar las acciones de asistencia o de protección de menores que realicen los colaboradores, cuando ella no fuere apelada.



	- El artículo 44 (que pasa a ser 56), letras e) y f), toda vez que al modificar el artículo 29 de la ley Nº 16.618, sobre Menores, respecto de las medidas que podrán aplicar los jueces de letras de menores en los casos de que trata este cuerpo legal, adiciona y modifica, respectivamente, las atribuciones que dichos magistrados de menores tienen en la actualidad. 



	- Asimismo, tiene idéntico carácter, la letra g) de esta norma, por cuanto la sustitución del artículo 30 de la ley de Menores, que el proyecto propone, afecta las atribuciones de los tribunales de justicia, toda vez que no se requerirá la autorización previa del juez de menores para que el Consejo Técnico adopte la medida a que se refiere, sino que tan solo bastará su mera ratificación.  Ello altera el sentido de la función fiscalizadora de los tribunales de justicia.



	II.- Que los artículos 1º, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 35 Nº 6, 36, 50, 53, 54 y 55 letra a) permanentes y los artículos 1º, 2º, 3º y 4º transitorios son de la competencia de la Comisión de Hacienda, por cuanto inciden en materias presupuestarias y financieras del Estado.



	III.- Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad. 



	IV.- Que la Comisión rechazó las siguientes indicaciones:



	1.- De la Diputada señora Cristi y del Diputado señor Paya, para sustituir el artículo 1º por el siguiente:



	"Artículo 1º.- Sin perjuicio de lo previsto en el decreto ley Nº 2.465, de 1979, el Servicio Nacional de Menores y las instituciones colaboradoras reconocidas como tales se regirán por las disposiciones de esta ley, en sus actividades tendientes a la integración social de los menores a que se refiere el artículo 2º de dicho cuerpo legal, en adelante los beneficiarios." (Por mayoría).



	2.- De la Diputada señora Cristi y del Diputado señor Paya, para sustituir el artículo 2º por el siguiente:



	"Artículo 2º.- Para los efectos de otorgar las subvenciones de que trata el Título IV de esta ley, se ejecutará un Sistema de Diagnóstico, Programas y Residencias destinados a los beneficiarios, en atención a sus necesidades y diagnóstico, a través de metodologías diseñadas o desarrolladas por los colaboradores." (Por mayoría).



	3.- De la Diputada señora Cristi y del Diputado señor Paya, para suprimir el artículo 3º. (Por mayoría).



	4.- De la Diputada señora Cristi y del Diputado señor Paya, para sustituir el Título III, que comprende desde el artículo 6º al 20, por el siguiente artículo 4º:



	"Artículo 4º.- Las subvenciones que se otorgarán a las instituciones colaboradoras de acuerdo con esta ley, se regirán por lo previsto en los artículos 4º y 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia." (Por mayoría).



* * * * *



	Por las razones expuestas y las que en su oportunidad dará a conocer la señora Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la H. Corporación, se le han introducido algunas modificaciones de forma, que no se detallan, y que se incluyen en el siguiente texto:





PROYECTO DE LEY



TITULO I.

NORMAS PRELIMINARES.



	Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley tienen por objeto establecer la forma y condiciones en que el Estado subvencionará las actividades tendientes a obtener la plena integración familiar y social de los niños que, de acuerdo al artículo 2º del decreto ley Nº 2.465, de 1979, son sujeto de atención del Servicio Nacional de Menores o SENAME, en adelante "beneficiarios".



	Las actividades relacionadas con esta ley deberán realizarse garantizando el interés superior del niño y su derecho esencial a vivir y a desarrollarse preferentemente en el seno de su familia.



	Artículo 2º.- Para el cumplimiento de los objetivos de esta ley, se ejecutará un sistema de diagnóstico, programas y residencias destinados a los beneficiarios, en atención a las necesidades y diagnóstico de éstos y a través de metodologías diseñadas o desarrolladas por los colaboradores. 





TITULO II.

DE LOS COLABORADORES.



	Artículo 3º.- Son "colaboradores" las personas naturales o jurídicas que desarrollen acciones para la integración social de los beneficiarios, inscritas en el registro nacional de colaboradores de SENAME y reconocidas como tales por resolución del Director Nacional de SENAME, en la forma y condiciones exigidas por esta ley y su reglamento.



	Las personas naturales y jurídicas colaboradores y sus representantes legales deberán, a lo menos, cumplir con los siguientes requisitos:



	1.� Contar, a lo menos, con licencia de educación media.



	2.� No estar inhabilitado para ser colaborador por haber sido sancionado de acuerdo a los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 35.



	3.� No haber sido condenado por crimen o simple delito.



	4.� Idoneidad profesional.



	5.� Capacidad, experiencia e idoneidad técnica.



	6.� Solvencia económica.



	Además, los miembros del directorio de las personas jurídicas colaboradores, deberán acreditar los requisitos que se señalan en los números 2 y 3  del inciso precedente.



	El cumplimiento de estos requisitos deberá acreditarse con las certificaciones, títulos y demás documentos que se establezcan en el reglamento correspondiente.



	Por resolución fundada, el Director Nacional del SENAME podrá denegar, suspender o revocar el reconocimiento, pudiendo, en tales casos, el colaborador afectado interponer reclamo por escrito ante el mismo Director Nacional, en la forma y plazos establecidos en los artículos 37 y siguientes de esta ley.



	Artículo 4º.- El SENAME llevará un registro  nacional de colaboradores, que será público y tendrá los siguientes objetivos:



	1º Registrar las personas naturales o jurídicas habilitadas para desempeñarse en el sistema de diagnóstico, los programas y las residencias contempladas en esta ley, y



	2º Informar acerca de los colaboradores según sus características y la evaluación de su desempeño.



	Para los efectos de proporcionar la información pública a que se refiere el inciso anterior, las entidades inscritas en el registro señalarán el sistema de diagnóstico, los programas y/o las residencias en que desarrollarán o han ejecutado su actividad.  Asimismo, deberán aportar la información sobre los recursos humanos, materiales y financieros de que disponen y, en su caso, los antecedentes de desempeño.  Dichos antecedentes precisarán información en cuanto al número de acciones ejecutadas y beneficiarios atendidos e insertados socialmente en los dos últimos años.  El registro consignará la información anterior clasificándola según se trate del sistema de diagnóstico, programas o residencias.



	Artículo 5º.- Los colaboradores reconocidos como tales por resolución del Director Nacional del SENAME e inscritos en el registro nacional que para estos efectos llevará el Servicio, podrán acceder a la subvención del Estado conforme a las disposiciones de esta ley y de los reglamentos que se dicten para su ejecución. 



	Artículo 6º.- Las personas que, bajo cualquier forma, presten servicios a los colaboradores en la atención de los beneficiarios, deberán acreditar una conducta anterior intachable, efecto para el cual los colaboradores estarán obligados a solicitar de los postulantes el certificado de antecedentes para fines especiales a que se refiere el artículo 12, letra d), del decreto supremo Nº 64, de 1960, del Ministerio de Justicia, sobre prontuarios penales y certificados de antecedentes.







TITULO III.

DEL SISTEMA DE DIAGNOSTICO, DE LOS PROGRAMAS Y DE LAS

RESIDENCIAS.



Párrafo 1º

Del sistema de diagnóstico



	Artículo 7º.- Para garantizar la integración social de los beneficiarios, existirá un "sistema de diagnóstico", que tendrá como función principal determinar la derivación más adecuada del niño. Para estos efectos, se considerará integralmente su situación y la de su medio familiar y social.



	Artículo 8º.- El ejecutor del sistema de diagnóstico deberá realizar, entre otras, algunas de las siguientes actividades:



	1) Elaborar un diagnóstico integral, multidisciplinario y participativo, a fin de formarse un juicio acerca del estado de desarrollo físico y psíquico, madurez social y situación sociofamiliar del niño.



	Este diagnóstico se iniciará inmediatamente de ingresado el niño al sistema de diagnóstico y en el plazo máximo que establezca el reglamento.



	2) Proponer la derivación más conveniente para el niño, con el fin de solucionar definitivamente la situación que le afecta, preferentemente sin separarlo de  su familia.



	3) Colaborar técnicamente con los tribunales de justicia, en particular con la justicia de menores.



	4) Elaborar el informe sobre discernimiento.



	Artículo 9º.- Atendiendo a las circunstancias en que el niño se encuentra y a las que motivan su ingreso al sistema de diagnóstico, este último se clasifica en "ambulatorio", "residencial" y "privativo de libertad".



	Artículo 10.- El "sistema de diagnóstico ambulatorio" es aquel destinado a los niños que, durante la realización del diagnóstico, pueden permanecer a cargo de quienes los tienen legalmente a su cuidado.



	Artículo 11.- El "sistema de diagnóstico residencial" está destinado  a los niños cuya vida o integridad física o psíquica se pueden encontrar gravemente amenazadas si permanecen en su lugar de residencia habitual.



	Artículo 12.- El "sistema de diagnóstico privativo de libertad" es el destinado a los menores de dieciocho años de edad y mayores de dieciséis que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, cuando proceda su privación de libertad. Si ésta no fuere procedente, se les aplicará el sistema de diagnóstico ambulatorio o residencial, según corresponda.



	Artículo 13.- Por decreto supremo del Ministerio de Justicia y previo informe o a proposición del Director Nacional del SENAME, se determinarán los lugares en que funcionarán el sistema de diagnóstico ambulatorio, residencial y/o privativo de libertad.



	Artículo 14.- Cuando el juez determine el ingreso al sistema de diagnóstico residencial o privativo de libertad, el beneficiario deberá ser enviado a la residencia que corresponda de acuerdo al reglamento. El SENAME señalará el establecimiento en que, para dichos efectos, se ubicará al niño, en atención a criterios de edad, sexo, lugar de residencia y circunstancias que motiven su ingreso.





Párrafo 2º.

De los programas y de las residencias.



	Artículo 15.- Se denomina "programa" al conjunto de intervenciones destinadas a la integración familiar y social de los beneficiarios.



	Artículo 16.- Los programas se agrupan en:



	A) Tutelares: aquellos relacionados con la prevención y protección, que tienen uno o más de los siguientes objetivos:



	1.- Lograr que la familia, el establecimiento educacional y la comunidad se responsabilicen del desarrollo integral y de la socialización del beneficiario;



	2.- La inserción o reinserción familiar de los beneficiarios, y



	3.- La preparación de los beneficiarios para alcanzar una vida independiente.



	B) Socioeducativos: aquellos relacionados con la prevención y habilitación de los infractores de ley, que tienen uno o más de los siguientes objetivos:



	1.- La prevención de conductas delictivas de los beneficiarios, y



	2.- La habilitación del infractor.



	Artículo 17.- En los casos de los números 1, 2 y 3 de la letra A) y 1 de la letra B) del artículo anterior, los beneficiarios ingresarán al programa correspondiente por resolución de los consejos técnicos del sistema de diagnóstico. En los casos de los números 2 y 3 de la letra A), tal resolución deberá ser ratificada por el tribunal correspondiente.



	En el caso del número 2 de la letra B) de dicho artículo, el ingreso se ordenará por el tribunal que corresponda.



	Artículo 18.- Cuando durante el desarrollo del sistema de diagnóstico o del programa, la permanencia de los beneficiarios en su lugar de residencia habitual ponga en peligro su vida o su integridad física o psíquica, el consejo técnico del sistema de diagnóstico ordenará su derivación a la residencia que corresponda de entre aquellas que se establezcan en el reglamento.



	No obstante, si el beneficiario tuviere el carácter de infractor y de los antecedentes pareciere necesaria su privación de libertad, será el juez el que ordenará su derivación a la residencia que corresponda de entre aquellas que se establezcan en el reglamento o en la que decida de entre éstas.



	Artículo 19.- Las Direcciones Regionales del SENAME serán las encargadas de cumplir las resoluciones de los consejos técnicos del sistema de diagnóstico señalados en el artículo 52 de la ley Nº 16.618 o, en su caso, del tribunal, para el ingreso de los beneficiarios a los programas y residencias a que se refiere esta ley, existentes en la región.



	Sólo con autorización del tribunal y siempre que no existan programas y residencias en la región, se podrá ingresar a un beneficiario a un programa y residencia localizado fuera de la región de la residencia habitual de éste.



	Artículo 20.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, los consejos técnicos o el tribunal, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 16.618, notificarán a la Dirección Regional respectiva del SENAME la resolución que disponga el ingreso de un beneficiario a un programa y residencia.





TITULO IV.

DEL FINANCIAMIENTO.



	Artículo 21.- Para el efecto del financiamiento que el Estado, a través del SENAME, otorgará a los colaboradores que ejecuten el sistema de diagnóstico, programas y residencias a que se refiere esta ley, se distinguirán las siguientes clases de subvención:



	Subvenciones sistema de diagnóstico;

	Subvenciones programas tutelares;

	Subvenciones programas socioeducativos, y

	Subvenciones residencias.



	Artículo 22.- El valor de las subvenciones otorgadas a los colaboradores del SENAME se determinará de acuerdo a las variables que incidan en el costo de la prestación del servicio otorgado en cada sistema de diagnóstico, programa o residencia, según corresponda.  Tales variables deberán considerar, al menos, la frecuencia, tiempo de duración y complejidad de las intervenciones asociadas al cumplimiento de los resultados esperados en cada sistema de diagnóstico, programa o residencia.



	Se entenderá por "intervención" el conjunto de actividades, susceptibles de ser agrupadas según criterios técnicos, que se realicen con los beneficiarios, la familia o comunidad, para el logro de los resultados de cada sistema de diagnóstico, programa o residencia.



	Artículo 23.- La subvención que reciban los colaboradores del SENAME y las donaciones u otros ingresos que los mismos reciban o generen, en la parte en que se utilicen o inviertan en el pago de remuneraciones de su personal, en la administración, reparación, mantención o ampliación de las instalaciones de los establecimientos beneficiados o en cualquier otra inversión destinada al servicio de la atención de menores, no estarán afectos a ningún tributo de la ley sobre Impuesto a la Renta.



	Las subvenciones constituirán ingresos propios de los colaboradores.



	Artículo 24.- Para la transferencia de las subvenciones, las Direcciones Regionales del SENAME celebrarán convenios con los colaboradores.



	Para estos efectos, los colaboradores deberán presentar proyectos relacionados con los objetivos descritos en los artículos 7º, 8º y 16, para el sistema de diagnóstico y los programas o para el cuidado de los beneficiarios en una residencia.



	Los convenios se celebrarán previa aprobación de los proyectos.



	Artículo 25.- La subvención que reciban del Estado los colaboradores del SENAME se determinará según los siguientes criterios:



	a) Rol del colaborador: diagnóstico, programas tutelares o socioeducativos.



	b) Beneficiarios de la intervención y sus características.



	c) Complejidad de las intervenciones a realizar.



	d) Frecuencia de las intervenciones del diagnóstico o programa que administre el colaborador, dirigidas a los beneficiarios, la familia o la comunidad.



	e) Período de permanencia en el diagnóstico o programa.



	f) Resultados parciales y finales esperados.



	Existirá un valor unitario por beneficiario, que se establecerá de acuerdo a la proporción en que se aplicarán los criterios indicados en las letras a) hasta f).  Dicho valor unitario estará asociado a resultados parciales y finales exitosos para cada componente del sistema de diagnóstico y programas.



	Este valor unitario se establecerá en Unidades de Subvención SENAME (U.S.S.), en los siguientes límites para cada tipo de diagnóstico y programa:



				Límite inferior		Límite superior

				   mensual		    mensual

				     U.S.S.		      U.S.S.



Sistema de diagnóstico			      8,130		      17,904

Programas tutelares				      2,230		        4,340

Programas socioeducativos			      2,570		        8,692





	La Unidad de Subvención SENAME tendrá un valor de $10.000.



	Los valores de la U.S.S., de los límites inferior y superior, a que se refieren este artículo y el artículo 28, podrán ser evaluados cada cuatro años.  El reglamento de la presente ley establecerá los procedimientos necesarios para la evaluación.



	No obstante lo anterior, el valor de la U.S.S. se reajustará en el mes de enero de cada año, exceptuando aquél en que comience a regir el nuevo valor que se obtenga de la evaluación señalada en el inciso anterior, en el porcentaje de variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor durante el año precedente.



	Mediante decreto supremo, emanado del Ministerio de Justicia y suscrito además por el Ministro de Hacienda, se aprobará el reglamento que establecerá los factores en virtud de los cuales se determinarán los montos a pagar por beneficiario, en cada componente del sistema de diagnóstico y programas.



	Artículo 26.- En el caso del sistema de diagnóstico y de los programas, la forma de pago estará asociada a la modalidad de intervención definida para lograr los objetivos fijados, considerando resultados parciales y finales alcanzados en las diferentes clases de diagnóstico y programas. Dicho pago procederá aun cuando los resultados se obtuvieren antes del período establecido para su logro, efectuándose, en todo caso, por mensualidades. Estos resultados se definirán en relación con las áreas en que se produzca la situación problema o deficitaria que afecte a un niño en su proceso de integración social, tales como la familia, la comunidad, la educación, la capacitación, la participación social, la protección, el desarrollo psicosocial y el marco valórico.



	Los resultados serán medidos a través de verificadores de medición, tales como informes, listas de cotejo, pautas de observación, resoluciones judiciales, documentos expedidos por autoridad competente, certificaciones, diplomas, títulos, registros y contratos.



	El reglamento dispondrá la normativa referente a los resultados parciales y finales esperados para el sistema de diagnóstico y los programas, y contendrá los factores de descuento por aplicar en caso de incumplimiento de los resultados parciales y finales establecidos para cada uno de ellos, como, asimismo, los porcentajes de subvención que corresponda pagar en aquellos casos de beneficiarios que reingresen a éstos con resultados parciales ya logrados.



	Los descuentos que procedan de acuerdo a la liquidación y según la evaluación respectiva, se efectuarán sobre la subvención que corresponda recibir al colaborador en el mes siguiente a aquél en que se practicó dicha liquidación.



	Artículo 27.- En el caso del sistema de diagnóstico y de los programas, para recibir la subvención, los colaboradores deberán garantizar la fiel ejecución de sus obligaciones, mediante cualquier modalidad suficiente y adecuada de aquellas que, establecidas en el reglamento, determine el SENAME.



	Artículo 28.- En el caso de las residencias, el valor unitario por beneficiario se pagará conforme a los días de permanencia del beneficiario en ellas y se establecerá en U.S.S., en los siguientes límites para cada tipo de residencia:



				Límite inferior		Límite superior

				    mensual		   mensual

				     U.S.S.		    U.S.S.



Residencia baja complejidad			     4,493		     8,145

Residencia alta complejidad			   12,747		   22,355





	Las residencias serán evaluadas en terreno respecto a la calidad de la atención brindada a los beneficiarios, y su pago se efectuará al mes siguiente al de la atención del beneficiario y conforme al total de días que éste permanezca en ella.  En todo caso, el monto total mensual que se pague no podrá exceder de la subvención mensual establecida en el convenio respectivo.



	Para recibir el pago, el colaborador deberá haber presentado el registro de atención en la forma y plazo que determine el reglamento.



	Artículo 29.- Los Directores Regionales del SENAME estarán facultados para que, cada vez que se inicie una residencia, anticipen al colaborador hasta un período mensual de la subvención, que corresponda al iniciar sus actividades, suma que deberá devolverse hasta en seis cuotas mensuales a contar del segundo mes de atención.



	Artículo 30.- Sin perjuicio de los requisitos que se establezcan en el reglamento, los convenios que se celebren con los colaboradores deberán, a lo menos, estipular:



	1.- La clase de sistema de diagnóstico, programa o residencia que se ejecutará conforme a aquellos que defina el reglamento de esta ley;



	2.- La subvención total o el porcentaje de subvención que corresponda pagar según la clase de sistema de diagnóstico, programa o residencia, y los resultados parciales ya obtenidos respecto a los beneficiarios;



	3.- Los resultados parciales y totales establecidos, los indicadores de medición de éstos, los descuentos que procedan según el caso y las cauciones.



	Artículo 31.- El reglamento determinará la procedencia de pagos adicionales de subvención en atención a la localización geográfica del sistema de diagnóstico, programas y residencias y establecerá los requisitos y procedimientos a los que dichos pagos deberán ajustarse.





TITULO V.

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES.



	Artículo 32.- Corresponderá a SENAME velar por el cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de su reglamento.



	La fiscalización que ejercerá el SENAME se orientará fundamentalmente a verificar la obtención de resultados y, en general, al cumplimiento de los objetivos de esta ley, señalados en el artículo 1º.  La modalidad de control se establecerá en el reglamento y tendrá carácter general y simplificado.

	El examen que la Contraloría General de la República deba ejercer sobre los recursos transferidos a los colaboradores se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 85 de la ley Nº 10.336.



	El control y la supervigilancia del cumplimiento de las leyes sociales y de previsión respecto de las personas que, bajo cualquier forma, presten servicios a los colaboradores en la atención de los beneficiarios, corresponderán a los organismos pertinentes, sin perjuicio de las facultades que competan al SENAME cuando estos incumplimientos afecten la atención de los beneficiarios o las obligaciones de los colaboradores.



	Artículo 33.- En caso de infracción de las disposiciones de esta ley o de su reglamento, y sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que proceda, los Directores Regionales del SENAME podrán aplicar sanciones a los colaboradores.



	Artículo 34.- Se considerarán como infracciones graves:



	a) Faltar al debido cuidado de la integridad física o psíquica de los beneficiarios o cualquier otro incumplimiento grave que atente contra los derechos de éstos, así como omitir o ser negligente en la investigación y sanción de los mismos.



	b) Falsear, adulterar, omitir o destruir cualquier antecedente necesario para obtener la subvención a que se refiere esta ley.



	c) Incumplimiento de cualquiera de las obligaciones que impone el convenio al colaborador.



	Artículo 35.- Las infracciones graves serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:



	1.- Revocación del reconocimiento como colaborador.



	2.- Inhabilitación permanente del colaborador para administrar cualquier clase de sistema de diagnóstico, programa o residencia. Esta medida pondrá término de inmediato a los sistemas, programas y residencias a cargo del colaborador sancionado.



	3.- Suspensión del reconocimiento como colaborador.



	4.- Inhabilidad temporal del colaborador para participar en cualquier forma en la administración de toda clase de sistema de diagnóstico, programa o residencia, produciéndose el término inmediato de aquéllos a cargo del colaborador sancionado.



	5.- Término del convenio correspondiente que regule el sistema de diagnóstico, programa o residencia en que se cometió la infracción.



	6.- Multa por una suma no inferior al 50% ni superior al 100% del total de la última subvención mensual efectivamente percibida en el sistema  de diagnóstico, programa o residencia en que se cometa la infracción, en el mes anterior a la fecha de la resolución que la aplique.



	Artículo 36.- Toda otra infracción será sancionada con multa que no podrá exceder del 50% de la subvención mensual efectivamente percibida en el sistema de diagnóstico, programa o residencia en que se cometa la infracción, en el mes anterior a la fecha de la resolución que la aplique. En caso de reiteración, se aplicarán las sanciones del artículo 35.



	Artículo 37.- El Director Regional del SENAME conocerá las reclamaciones deducidas por los colaboradores que administren sistemas de diagnóstico, programas o residencias en la región, por aplicación de las normas contenidas en este Título.



	Artículo 38.- El reclamo deberá interponerse por escrito, en el término fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución, acto, hecho u omisión en que la reclamación se funde, ante el Director Regional del lugar del domicilio del sistema de diagnóstico, programa o residencia en que se origine el reclamo, quien ordenará acogerlo a tramitación si cumple con los requisitos señalados en el artículo siguiente.



	Si no se cumplieren dichos requisitos, el Director Regional dictará una resolución para ordenar que se subsanen, dentro del plazo que se señale al efecto, el cual no podrá ser inferior a diez días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación.



	Artículo 39.- La reclamación deberá cumplir con los siguientes requisitos:



	1. Exposición clara de los hechos y fundamentos en que se apoya.



	2. Presentación de los documentos en que se funde, exceptuando aquellos que, por su volumen, naturaleza, ubicación u otras circunstancias, no puedan agregarse a la solicitud.



	3. Enunciación, en forma precisa y clara, de las peticiones que se sometan a la consideración del Director Regional.



	Artículo 40.- La primera notificación que se realice durante este procedimiento deberá hacerse personalmente en el domicilio que el colaborador o su representante legal haya establecido, dentro de la región, para tal efecto, al interponer el reclamo.  Si el colaborador no fuere habido en dos días consecutivos en su domicilio, se le notificará por carta certificada, de lo cual deberá dejarse constancia en el respectivo expediente.  El colaborador se entenderá notificado al tercer día, contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva.  En ambos casos, se deberá dejar copia íntegra de la resolución respectiva.



	Las demás notificaciones que se realicen durante este procedimiento se notificarán por carta certificada, dejándose constancia de ello en el respectivo expediente.  La notificación se entenderá efectuada al tercer día, contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva.



	Artículo 41.- La investigación de los hechos deberá realizarse en el plazo de treinta días, al término de los cuales el Director Regional deberá emitir el fallo.

	En el evento de que el colaborador solicite rendir prueba, el Director señalará un plazo para tal efecto, el cual no podrá ser inferior a diez días.



	Artículo 42.- Vencido el plazo señalado en el artículo anterior, el Director procederá a emitir el fallo en el término de cinco días, el cual contendrá la relación de los hechos, los fundamentos y conclusiones a que hubiere llegado y, en definitiva, si se acoge o deniega la reclamación interpuesta.



	Artículo 43.- La sentencia será notificada al colaborador por carta certificada; sin embargo, esta notificación deberá hacerse personalmente cuando así se solicitare por escrito al interponerse el reclamo, debiendo, en este caso, procederse conforme al artículo 40.



	Artículo 44.- En contra de la resolución o sentencia que resuelva un reclamo, procederán los siguientes recursos:



	a) De reposición, ante la misma autoridad que la hubiere dictado, y



	b) De apelación, ante el superior jerárquico de quien la hubiere dictado.



	Artículo 45.- El recurso de apelación sólo podrá interponerse con el carácter de subsidiario de la solicitud de reposición, para el caso de que ésta no sea acogida y sólo respecto de la aplicación de las sanciones contenidas en el artículo 35 de esta ley.



	Artículo 46.- Los recursos deberán ser fundados e interponerse en el plazo de cinco días, contados desde la notificación, y deberán ser fallados dentro de los cinco días siguientes.



	Artículo 47.- Resuelta la apelación, se devolverán los antecedentes al Director Regional para la notificación de la sentencia definitiva.



	Artículo 48.- Los plazos señalados en el presente Título serán de días hábiles.



	Artículo 49.- Cuando se constatare la existencia de una infracción que pudiere revestir caracteres de delito, el SENAME formulará la correspondiente denuncia ante la justicia ordinaria, pudiendo ejercer la acción penal y hacerse parte, si lo estimare procedente.



	Artículo 50.- Si se detectaren infracciones que pudieren significar reintegros de fondos al SENAME, éste los ordenará sin forma de juicio, a petición del colaborador, mediante resolución fundada de su Director Regional.



	Si las sumas por reintegrar exceden del veinte por ciento de la subvención mensual convenida, a petición del colaborador, el Director Regional podrá otorgar un plazo de hasta seis meses para enterarlas, habida consideración de los antecedentes de hecho que obren en su poder.  En todo caso, aplicará un interés real del 1% mensual.







TITULO FINAL.

DISPOSICIONES VARIAS.



	Artículo 51.- Las referencias que se hagan en los diferentes textos legales a establecimientos, instituciones o sistemas asistenciales, modalidades de atención, reformatorios o instituciones de beneficencia, se entenderán hechas a los sistemas, programas y residencias establecidos en esta ley y en su reglamento.  Aquellas que se hagan a instituciones colaboradoras se entenderán hechas a los colaboradores.



	Las disposiciones de leyes que hagan referencia al decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia, y al decreto ley Nº 3.606, de 1981, que se derogan, se entenderán hechas a esta ley, en las materias a que dichas disposiciones se refieren.



	Artículo 52.- El Director Nacional, en el ámbito nacional, y los Directores Regionales del SENAME, en el ámbito regional, tendrán el carácter de ministros de fe para los efectos de esta ley.



	Artículo 53.- No será aplicable al SENAME la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 18.834, cuando deba asumir la administración directa de un sistema de diagnóstico, de un programa o de una residencia, en conformidad con las facultades establecidas en esta ley o en el decreto ley Nº 2.465, de 1979.  La contratación adicional de personal deberá ser debidamente autorizada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.  Este personal no constituirá dotación del Servicio y el gasto que demande su contratación será financiado con redistribución de fondos de su presupuesto.



	Asimismo, los Directores Regionales podrán asignar funciones directivas y delegar atribuciones de esa naturaleza a los funcionarios contratados en las administraciones directas.



	Artículo 54.- Las menciones que se efectúan del reglamento de esta ley, en su articulado, deben entenderse referidas a uno o a varios reglamentos, según lo resuelva la autoridad administrativa.  Estos podrán ser modificados o derogados conforme al mismo procedimiento señalado para su dictación. Aquellos que contengan materias de índole financiera deberán ser suscritos, además, por el Ministro de Hacienda.



	Artículo 55.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que fija el texto de la ley Orgánica del SENAME:



	a) Intercálase, en el inciso final del artículo 2º, después de la coma (,) que sigue a "éste" y antes de "situación", la frase "o en un instituto de educación media técnico profesional o de educación media técnico profesional de adultos o estudios en algún establecimiento educacional de enseñanza básica, media, técnico profesional o práctica o en escuelas industriales, o técnicas".



	b) Derógase el número 10 del artículo 3º.



	c) Intercálase, en el número 14 del artículo 12, después de la coma (,) que sigue a la palabra "Servicio" y antes de la palabra "de", la siguiente frase: "y para la administración de los sistemas, programas o residencias que desarrollen los colaboradores dentro de su territorio, fijar plazos, condiciones y demás requisitos de los mismos, modificarlos y ponerles término; y dictar las resoluciones generales o particulares que sean necesarias para el ejercicio de estas atribuciones,".



	d) Derógase el artículo 13.



	e) Derógase el artículo 16.



	f) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 17, después de la coma (,) que sigue a la palabra "hechos" y antes de la palabra "hacerse", la siguiente frase: "solicitar del tribunal que se decrete la prohibición a que se refiere el inciso primero,".



	g) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 17, la frase "segundo del artículo anterior" por "primero del artículo 34 de la ley Nº 16.618, y de la resolución del Juez de Menores se podrá apelar, conforme a las reglas generales, ante la Corte de Apelaciones correspondiente.  El recurso de apelación se concederá sólo en el efecto devolutivo.".



	h) Derógase el artículo 18.



	Artículo 56.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.618, que fija el texto definitivo de la ley de Menores:



	a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 16, la frase "Centro de Tránsito y Distribución, en un Centro de Observación y Diagnóstico" por "sistema de diagnóstico residencial o privativo de libertad".



	b) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 16, la frase "Centro de Observación y Diagnóstico" por "sistema de diagnóstico privativo de libertad".



	c) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 28, después de la palabra "Menores", la segunda vez que aparece, la frase "o del sistema de diagnóstico ambulatorio".



	d) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 28, la frase "funcionario indicado en la letra l) del artículo 3º" por la frase "Director Regional del Servicio Nacional de Menores o a quien éste designe para tal efecto".



	e) Sustitúyese, en el número 3º del inciso primero del artículo 29, la coma (,) por un punto y coma (;), eliminándose la conjunción copulativa "y", y sustitúyese, en el número 4º, el punto aparte (.) por un punto y coma (;) y agrégase el siguiente numero 5.º, nuevo:



	"5º. Confiarlo a un sistema, programa y residencia administrado por el Servicio Nacional de Menores o por sus colaboradores, oyendo, en el caso de los programas y residencias, al consejo técnico de la Casa de Menores o del sistema de diagnóstico ambulatorio, o a alguno de sus miembros, en la forma que determine el reglamento. En caso de no existir Casa de Menores, deberá oír al Director Regional del Servicio Nacional de Menores o a quien éste designe para tal efecto."



	f) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 29 por el siguiente:



	"Estas medidas durarán el tiempo que determine el juez de letras de menores y, tratándose de las medidas del número 5º, durarán el tiempo establecido para cada sistema, programa y residencia. El juez podrá revocarlas o modificarlas, si variaren las circunstancias, oyendo al consejo técnico de la Casa de Menores o del sistema de diagnóstico ambulatorio, o a alguno de sus miembros, o al director del programa o residencia, todo ello en la forma que determine el reglamento.  En caso de no existir Casa de Menores, deberá oír al Director Regional del Servicio Nacional de Menores o a quien éste designe para tal efecto."



	g) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 30 por el siguiente:

	"El consejo técnico deberá aplicar la medida procedente en un plazo máximo de veinte días, contado desde que el menor ingrese al sistema de diagnóstico ambulatorio o residencial, la que deberá ser ratificada por el juez de letras de menores."



	h) Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 30, el vocablo "final" por "tercero".



	i) Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:



	"Artículo 51.- Para los efectos de esta ley, se crearán Casas de Menores  que funcionarán a través del sistema de diagnóstico residencial y privativo de libertad, ubicados en secciones separadas.



	Para garantizar la integración social de los beneficiarios, existirá un sistema de diagnóstico que tendrá como función principal determinar la derivación más adecuada del niño. Para estos efectos, considerará integralmente su situación y la de su medio familiar y social.



	El ejecutor del sistema de diagnóstico deberá realizar, entre otras, algunas de las siguientes acciones:



	1) Elaborar un diagnóstico integral, multidisciplinario y participativo, a fin de formarse y emitir un juicio acerca del estado de desarrollo físico y psíquico, madurez social y situación sociofamiliar del niño.



	Este diagnóstico se iniciará inmediatamente de ingresado el niño al sistema de diagnóstico y en el plazo máximo que establezca el reglamento.



	2) Proponer la derivación más conveniente para el niño con el fin de solucionar definitivamente la situación que le afecta, preferentemente sin separarlo de su familia.



	3) Colaborar técnicamente con los tribunales de justicia, en particular con la justicia de menores.



	4) Elaborar el informe sobre discernimiento."



	j) Agrégase el siguiente artículo 51 bis, nuevo:



	"Artículo 51 bis.- Atendiendo a las circunstancias en que el niño se encuentra y a las que motivan su ingreso al sistema de diagnóstico, este último se clasifica en "ambulatorio", "residencial" y "privativo de libertad".



	El "sistema de diagnóstico ambulatorio" es aquel destinado a los niños que durante la realización del diagnóstico pueden permanecer a cargo de quienes los tienen legalmente a su cuidado.



	El "sistema de diagnóstico residencial" está destinado a los niños cuya vida o integridad física o psíquica se pueden encontrar gravemente amenazadas si permanecen en su lugar de residencia habitual.



	El "sistema de diagnóstico privativo de libertad" es el destinado a los menores de dieciocho años de edad y mayores de dieciséis, que hubieren cometido hechos constitutivos de crimen o simple delito, cuando proceda su privación de libertad. Si ésta no fuere procedente, se les aplicará el sistema de diagnóstico ambulatorio o residencial, según corresponda.



	Cuando el juez determine el ingreso al sistema de diagnóstico residencial o privativo de libertad, el beneficiario deberá ser enviado a la residencia que corresponda de acuerdo al reglamento. El Servicio Nacional de Menores señalará el establecimiento en que, para dichos efectos, se ubicará al niño, en atención a criterios de edad, sexo, lugar de residencia y circunstancias que motiven su ingreso."



	k) Sustitúyese el artículo 52 por el siguiente:



	"Artículo 52.- En cada sistema de diagnóstico funcionará un consejo técnico, que estará integrado por los siguientes miembros:



	1) El Director del sistema, quien lo presidirá;

	2) El Jefe Técnico del sistema;

	3) Un psicólogo;

	4) Un asistente social, y

	5) El funcionario o empleado a cargo directo del menor de que se trate, si corresponde.



	El reglamento fijará las normas necesarias para el funcionamiento de los consejos, la forma en que se designarán sus integrantes y las calidades que éstos deberán reunir."



	l) Sustitúyese el artículo 53 por el siguiente:



	"Artículo 53.- Los consejos técnicos tendrán las siguientes atribuciones:



	a) Apreciar la situación de vulnerabilidad que afecta al menor y las circunstancias de su entorno familiar y comunitario;



	b) Aplicar las medidas del artículo 29 respecto de aquellos menores a que se refiere el inciso primero del artículo 30, la que deberá ser ratificada antes de su aplicación por el juez de letras de menores competente, y



	c) Asesorar al juez de menores cuando éste lo requiera."

	m) Derógase el artículo 55.



	n) Elimínase, en el artículo 71, desde los dos puntos (:) hasta la letra "c)", sustituyéndose la letra "L" mayúscula de la palabra "Los" por una "l" minúscula y la frase "Centros de Observación y Diagnóstico" por "sistemas privativos de libertad".



	Artículo 57.- Derógase el decreto ley Nº 3.606, de 1981.



	Artículo 58.- Derógase el decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia.



	Artículo 59.- La presente ley entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial. 



	Artículo 60.- Dentro del plazo de doce meses señalado en el artículo anterior, el Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, y de Hacienda cuando corresponda, dictará los reglamentos de esta ley.





DISPOSICIONES TRANSITORIAS.



	Artículo 1º.- Durante los tres primeros años de vigencia de esta ley, el sistema que ella establece se aplicará gradual y progresivamente.



	Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, dicte un decreto con fuerza de ley en el que deberá establecer la implementación gradual y progresiva del nuevo sistema señalado en el inciso anterior, pudiendo, para estos efectos, determinar el orden de las regiones en las cuales se comenzará a aplicar dicho sistema.



	Artículo 2º.- Durante el transcurso del plazo comprendido entre la publicación de esta ley y su entrada en vigencia, el SENAME deberá adoptar las medidas administrativas necesarias, requiriendo a los colaboradores que actualicen sus antecedentes y documentos a las exigencias de esta ley, y dictar nuevas resoluciones de reconocimiento, quedando sin efecto las dictadas con anterioridad.



	Asimismo, el Servicio deberá celebrar con los colaboradores nuevos convenios que se ajusten a las disposiciones de esta ley y de su reglamento.



	No obstante lo establecido en los incisos anteriores, por decretos supremos emanados del Ministerio de Justicia se podrá prorrogar la vigencia de las resoluciones de reconocimiento de los colaboradores dictadas por el SENAME con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y de los convenios celebrados por los mismos al amparo de dichas resoluciones, hasta por el plazo de tres años contados desde dicha entrada en vigencia.



	Artículo 3º.- El primer reajuste que corresponda aplicar a la U.S.S. considerará solamente la variación del Indice de Precios al Consumidor que se haya acumulado a partir del mes siguiente a aquél en que entre en vigencia la presente ley hasta el mes de diciembre anterior a la aplicación del reajuste.

	Artículo 4º.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley durante el año 1996 se financiará con reasignaciones del Presupuesto del SENAME de dicho año y, en lo que no alcance, con cargo a la partida del Tesoro Público de la ley de Presupuestos para el Sector Público del año 1996.





	SALA DE LA COMISION, a 13 de octubre de 1997.





















	Acordado en sesiones de fechas 2, 9, 16 y 30 de octubre, y 4 diciembre, de 1996; 15 de enero; 5 y 12 de marzo; 23 de julio y 1 de octubre, de 1997, con la asistencia de las Diputadas señoras Pollarolo, doña Fanny; (Presidenta); Allende, doña Isabel; Aylwin, doña Mariana; Cristi, doña María Angélica; Prochelle, doña Marina; Saa, doña María Antonieta, y Wörner, doña Martita (J. Barrueto, don Víctor); y de los Diputados señores Elgueta, don Sergio; J. Barrueto, don Víctor; Paya, don Darío; Navarro, don Alejandro (Pollarolo, doña Fanny); Silva, don Exequiel, y Urrutia, don Raúl.



	Se designó Diputada Informante a la señora Pollarolo, doña Fanny.











ANDRES LASO CRICHTON

Secretario de la Comisión
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